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Segundo

La presente convocatoria se regirá, en todo lo referente a su or-
ganización y desarrollo, por lo dispuesto en la Ley 30/1984, de 2
de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública; en
la Ley 1/1986, de 10 de abril, de la Función Pública de la Comu-
nidad de Madrid; en la Orden 923/1989, de 20 de abril (BOLETÍN
OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 27 de abril), de la Con-
sejería de Hacienda, por la que se aprueban las bases generales
que han de regir en las convocatorias para la provisión de puestos
por los sistemas de Concurso de Méritos y Libre Designación; en
la Orden 2094/1990, de 31 de agosto (BOLETÍN OFICIAL DE LA CO-
MUNIDAD DE MADRID de 7 de septiembre), de la Consejería de Ha-
cienda, por la que se regula el sistema general que ha de regir en
las diferentes convocatorias que se publiquen para los concursos
de provisión de puestos de trabajo, y en el Real Decreto 364/1995,
de 10 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento General de
Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del
Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profe-
sional de los Funcionarios Civiles de la Administración General
del Estado.

Tercero

Los participantes deberán reunir los requisitos indispensables
para el desempeño de los puestos de trabajo que soliciten, de acuer-
do con las circunstancias y condiciones que para los mismos figuren
en la relación de puestos de trabajo en cuanto a Administración de
pertenencia, Grupo de titulación, Cuerpo, Escala, especialidad fun-
cionarial y titulación exigida en su caso.

Cuarto

De conformidad con lo establecido en la base sexta de la Or-
den 923/1989, de 20 de abril (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD

DE MADRID de 27 de abril), las solicitudes para tomar parte en esta
convocatoria se dirigirán a la Secretaría General Técnica de la Con-
sejería de Deportes y se presentarán en el plazo de quince días hábi-
les, a contar desde el siguiente a la publicación de la convocatoria,
en el Registro de dicha Consejería o en la forma establecida en el ar-
tículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Ju-
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Quinto

Los modelos de solicitud para provisión de puestos de traba-
jo e historial académico y profesional serán los regulados en
la Orden 2066/1998, de 30 de julio, de la Consejería de Hacien-
da (BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 11 de
agosto).

Sexto

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía administrativa,
los interesados podrán interponer con carácter potestativo recurso
de reposición, en el plazo de un mes, ante el Consejero de Depor-
tes, o bien, directamente, recurso contencioso-administrativo, en
el plazo de dos meses, ante los Juzgados de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de Madrid, ambos plazos contados a partir del día si-
guiente a su publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNI-
DAD DE MADRID.

Dado en Madrid, a 18 de julio de 2008.—El Consejero de
Deportes, PD (Orden 74/2007, de 31 de julio, del Consejero de
Deportes, BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de 9
de agosto), el Secretario General Técnico, Francisco Lobo Mon-
talbán.

ANEXO

LISTADO DE PUESTOS DE TRABAJO VINCULADOS A UNA CONVOCATORIA DE LIBRE DESIGNACIÓN
EN LA CONSEJERÍA DE DEPORTES

(03/21.312/08)

C) Otras Disposiciones

Consejería de Presidencia e Interior

3006 RESOLUCIÓN de 18 de junio de 2008, de la Dirección Ge-
neral de Política Interior y Cooperación con el Estado, por
la que se dispone la publicación en el BOLETÍN OFICIAL DE
LA COMUNIDAD DE MADRID de los Estatutos del Ilustre Co-
legio de Abogados de Alcalá de Henares.

En virtud de lo previsto en la Orden de 10 de junio de 2008, del
Consejero de Presidencia e Interior, se dispone la publicación en el
BOLETÍN OFICIAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID de los Estatutos
del Ilustre Colegio de Abogados de Alcalá de Henares, aprobados
por la Junta General Extraordinaria de 9 de mayo de 2003.

Los referidos Estatutos, inscritos con fecha 13 de junio de 2008
en el Registro de Colegios Profesionales de la Comunidad de Ma-
drid, se acompañan como Anexo a la presente Resolución.

Madrid, a 18 de junio de 2008.—El Director General de Política
Interior y Cooperación con el Estado, Agustín Carretero Sánchez.
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ANEXO

TÍTULO I

Del Colegio y los colegiados

Capítulo primero
Del Colegio

Artículo 1

De la corporación colegial

1. El Ilustre Colegio de Abogados de Alcalá de Henares, es una
Corporación de Derecho Público que, como ente rector de la aboga-
cía, en el ámbito de su competencia, tiene plena capacidad para el
cumplimiento de sus fines, tanto públicos como privados.

2. El Colegio se regirá en primer lugar por las disposiciones le-
gales estatales o autonómicas que le afecten, por el Estatuto Gene-
ral de la Abogacía Española, por los presentes Estatutos y los Regla-
mentos de Régimen Interior, así como por los Acuerdos aprobados
por los diferentes órganos corporativos en el ámbito de sus respec-
tivas competencias.

Artículo 2

De la sede y ámbito territorial del Colegio

1. El Colegio tiene su sede en la ciudad de Alcalá de Henares,
en la calle Colegios, número 1. Cuando las circunstancias así lo
aconsejen, podrá establecer delegaciones en cualquier localidad de
su territorio.

2. La demarcación territorial de su competencia exclusiva y ex-
cluyente comprende el territorio de los partidos judiciales de Alcalá
de Henares, Arganda del Rey, Coslada y Torrejón de Ardoz.

3. La competencia del Colegio se extenderá a los nuevos parti-
dos judiciales que pudieran crearse en el territorio de su incumben-
cia, sin que la posible modificación de demarcaciones judiciales
afecte al ámbito territorial del Colegio.

Artículo 3.

De los fines esenciales del Colegio

El Colegio tendrá como fines esenciales en su ámbito territorial la
ordenación y defensa de la profesión y la función social que corres-
ponde a la abogacía. En consecuencia, le incumbe:

a) La representación exclusiva de la misma y la defensa de los
derechos e intereses profesionales de los colegiados.

b) La formación profesional permanente de los abogados, el con-
trol deontológico y la aplicación del régimen disciplinario.

c) La defensa del Estado Social y Democrático de Derecho pro-
clamado en la Constitución, y la colaboración en el funciona-
miento y mejora de la Administración de Justicia.

d) La promoción y defensa de los derechos humanos en general,
y de los derechos de los usuarios de los servicios profesiona-
les de los colegiados en particular.

Artículo 4

De las funciones colegiales

Son funciones específicas del Colegio, en su ámbito territorial:
a) Ostentar, en exclusiva, la representación y defensa de la abo-

gacía ante las Administraciones, Entidades, Tribunales, Ins-
tituciones y particulares, con legitimación para ser parte en
cuantos litigios y causas afecten a los derechos, intereses y fi-
nes profesionales e, igualmente, ejercitar el derecho de peti-
ción conforme a la Ley.

b) Informar, cuando se le solicite o se establezca en la legisla-
ción vigente, los proyectos normativos de las distintas Admi-
nistraciones Públicas en su ámbito territorial de competen-
cias.

c) Colaborar con el poder judicial y los demás poderes públicos,
mediante la emisión de informes, realización de estudios, ela-
boración de estadísticas y otras actividades relacionadas con
sus fines, que le sean solicitadas o acuerde formular por pro-
pia iniciativa.

d) Ayudar con las entidades educativas en la formación de los
futuros titulados, sosteniendo permanente contacto con las
mismas, muy en especial con la Universidad de Alcalá. Co-
operar en la elaboración y mejora de los planes de estudio e
informar las normas de organización de los centros docentes
relativas a la profesión. Crear, mantener y homologar escue-
las de práctica jurídica y fomentar cualquier enseñanza que
contribuya a facilitar el acceso a la vida profesional de los
nuevos titulados, así como organizar cursos dirigidos a la for-
mación y perfeccionamiento profesional.

e) Participar en los Consejos Sociales Universitarios de su ám-
bito territorial, cuando así se determine legalmente.

f) Mantener relaciones y coordinar sus actuaciones con otros
Colegios Profesionales y Consejos de Colegios.

g) Ordenar la actividad profesional de los colegiados, velando
por su ética, formación, dignidad e independencia, cuidando
de que se respeten tanto las normas del Código Deontológico
de la Abogacía, como los derechos de los particulares.

h) Organizar y promover actividades y servicios comunes de ca-
rácter profesional, formativo, cultural y análogos que sean de
interés para los colegiados, así como sistemas asistenciales,
de previsión y de cobertura de posibles responsabilidades ci-
viles contraídas por los mismos en el ejercicio profesional.

i) Elaborar y aprobar sus presupuestos anuales de ingresos y
gastos, así como sus cuentas y liquidaciones.

j) Establecer y exigir las aportaciones económicas de los cole-
giados.

k) Organizar y gestionar los Servicios de Turno de Oficio y
Asistencia al Detenido y cuantos otros de asistencia y orien-
tación jurídica puedan legal o estatutariamente crearse.

l) Procurar la armonía y colaboración entre los colegiados, im-
pidiendo la competencia desleal entre los mismos.

m) Adoptar las medidas necesarias conducentes a evitar y perse-
guir el intrusismo profesional.

n) Arbitrar o conciliar, previa solicitud, las cuestiones que, por
motivos profesionales, se susciten entre los colegiados, o en-
tre estos y sus clientes.

o) Ejercer funciones de arbitraje en los asuntos que le sean so-
metidos, conforme a la legislación específica, así como pro-
mover o participar en las instituciones arbitrales.

p) Establecer criterios orientadores sobre honorarios profesio-
nales de los colegiados, en evitación de la competencia des-
leal, y el régimen de las notas de encargo o presupuestos para
los clientes, todo ello sin perjuicio del principio de libre com-
petencia. Del mismo modo, informar y dictaminar sobre ho-
norarios profesionales en toda clase de procedimientos.

q) Resolver mediante laudo, al que previamente se hubieran so-
metido las partes interesadas, las discrepancias en relación a
la actuación profesional de los colegiados y a la cuantía de los
honorarios.

r) Cumplir y hacer cumplir a los colegiados las disposiciones le-
gales o estatutarias, así como las normas y decisiones adopta-
das por los órganos colegiales en materia de su competencia.

s) Ejercer la facultad disciplinaria en el orden profesional y co-
legial en los términos establecidos en los presentes Estatutos,
y legislación correspondiente.

t) Cuantas demás funciones vengan impuestas por la legisla-
ción y redunden en beneficio de los intereses profesionales de
los colegiados o se encaminen al cumplimiento de los fines
colegiales.

Artículo 5

De los tratamientos. Honores y atributos

El Colegio de Abogados de Alcalá de Henares tendrá el trata-
miento tradicional de “Ilustre”. Su Decano, el de “Ilustrísimo Se-
ñor” y la consideración honorífica de “Magistrado de Primera Ins-
tancia e Instrucción”. En audiencia pública, y actos solemnes a que
asista en el ejercicio de su cargo, el Decano llevará vuelillos en las
bocamangas de su toga, así como las medallas y placas correspon-
dientes a su dignidad. En tales ocasiones los demás miembros de la
Junta de Gobierno llevarán sobre la toga los atributos propios de su
condición.
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Capítulo segundo

De los colegiados

SECCIÓN PRIMERA

Disposiciones generales

Artículo 6

De las clases de colegiados

El ilustre Colegio de Abogados de Alcalá de Henares estará inte-
grado por tres clases de colegiados:

a) Ejercientes en la profesión de abogado.
b) No ejercientes.
c) Colegiados de honor.

Artículo 7

De los colegiados ejercientes, no ejercientes y de honor

Serán colegiados ejercientes los abogados que, reuniendo los re-
quisitos necesarios para ello, ejerzan profesionalmente la dirección
y defensa de las partes en toda clase de procesos, o el asesoramien-
to y consejo jurídico, conforme a lo dispuesto en el artículo 436 de
la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

Solo a ellos corresponde en exclusiva la denominación y función
de abogado.

Los colegiados no ejercientes tendrán los derechos recogidos en
el presente Estatuto y en el Estatuto General de la Abogacía.

Son colegiados de honor las personas o instituciones que reciban
este tratamiento en atención a méritos o servicios relevantes presta-
dos en favor de la abogacía, en general, y del Colegio, en particular.
Este título será conferido por acuerdo de la Junta General a propues-
ta de la Junta de Gobierno del Colegio.

SECCIÓN SEGUNDA

Colegiación y requisitos para el ejercicio de la profesión

Artículo 8

De la colegiación obligatoria

Para ejercer la profesión de abogado en el ámbito territorial de
este Colegio es imprescindible estar incorporado, en calidad de ejer-
ciente, a alguno de los Colegios de Abogados del Estado Español y
consignar en cada actuación el número de colegiación, salvo en los
casos determinados expresamente por la normativa vigente.

Artículo 9

De los requisitos para la colegiación

1. La incorporación al Ilustre Colegio de Abogados de Alcalá
de Henares exigirá los siguientes requisitos:

a) Tener nacionalidad española, de algún Estado miembro de la
Unión Europea, o del acuerdo sobre el Espacio Económico
Europeo, salvo lo dispuesto en tratados, convenios interna-
cionales o dispensa legal, en los demás casos.

b) Ser mayor de edad y no estar incurso en causa de incapacidad.
c) Poseer el título de licenciado en Derecho, o cualquier otro ex-

tranjero equivalente, que conforme a las normas vigentes
sean homologados a aquellos.

d) Satisfacer la cuota de ingreso y demás que tenga establecidas
el Colegio.

2. La incorporación como ejerciente exigirá, además, los si-
guientes requisitos:

a) Acreditar la específica formación profesional para el ejerci-
cio de la abogacía mediante la superación de cursos, pruebas
o períodos de práctica que sean exigidos por la normativa vi-
gente en cada momento.

b) Carecer de antecedentes penales que le inhabiliten para el
ejercicio de la profesión.

c) No estar incurso en causa de incompatibilidad o prohibición
para el ejercicio de la abogacía.

d) Poseer la correspondiente licencia fiscal, en los casos que le-
galmente proceda.

e) Formalizar el ingreso en la Mutualidad General de Previsión
Social de la Abogacía o la afiliación al correspondiente Régi-
men del Sistema Público de la Seguridad Social.

f) Prestar declaración jurada de no estar suspendido para el ejer-
cicio de la abogacía, así como de no haber sido expulsado de
otro Colegio de Abogados de la Unión Europea.

g) Formalizar póliza de seguro de responsabilidad civil que ase-
gure el ejercicio de la profesión cuando legalmente proceda.

3. Los que pretendieran incorporarse al Colegio, y a su vez es-
tuviesen desempeñando cargo público en cualquiera de las Admi-
nistraciones, deberán presentar certificación del organismo público
competente acreditativa de que su función pública desempeñada es
compatible con el ejercicio de la abogacía.

4. Aquellos que ya estuviesen incorporados a otro Colegio de
Abogados deberán añadir a su solicitud las siguientes certificacio-
nes:

a) Del Colegio de origen, acreditativa de encontrarse inscrito en
el mismo.

b) Del Consejo General de la Abogacía Española, justificativa
de no haber sido objeto de corrección disciplinaria o, en su
caso, acreditativa de la sanción impuesta.

5. EL señor Secretario confeccionará anualmente la lista de
abogados autorizados para ejercer la profesión en el territorio del
Colegio, que será remitida a todos los tribunales y juzgados, al Con-
sejo Autonómico y al Consejo General de la Abogacía Española.

Artículo 10

De las causas de incapacidad para el ejercicio de la profesión

1. Son circunstancias determinantes de incapacidad para el ejer-
cicio de la abogacía:

a) Los impedimentos que, por su naturaleza o intensidad, no
permitan la defensa de los intereses ajenos que a los aboga-
dos se encomienda.

b) La inhabilitación o suspensión expresa para el ejercicio de la
abogacía impuesta en resolución judicial o corporativa firme.

c) Las sanciones disciplinarias firmes que lleven aparejadas
consigo la suspensión del ejercicio profesional o la expulsión
de cualquier Colegio de Abogados.

2. La Junta de Gobierno, previa audiencia del interesado y me-
diante resolución motivada, susceptible de recurso, acordará el pase
a la situación de no ejerciente de aquellos abogados en quienes con-
curra causa de incapacidad o incompatibilidad para el ejercicio
mientras aquella subsista, sin perjuicio de que, si hubiera lugar, re-
suelvan lo que proceda en vía disciplinaria, y con independencia de
la situación colegial final en que deba quedar quien resulte incapaz
para ejercer la abogacía.

La Junta podrá acordar, durante la tramitación del expediente, las
medidas cautelares que estime oportunas, si se vieren afectados in-
tereses de terceros.

3. Las incapacidades desaparecerán cuando cesen las causas
que las hubieran motivado o se haya extinguido la responsabilidad
disciplinaria.

Artículo 11

De las incorporaciones al Colegio

Las solicitudes de incorporación serán aprobadas o denegadas por
la Junta de Gobierno, a la vista de los requisitos y practicadas cuan-
tas diligencias e informes resulten procedentes. El acuerdo se adop-
tará en el plazo máximo de dos meses, transcurrido el cual sin reso-
lución expresa, la incorporación al Colegio se considerará aprobada.

La resolución denegatoria, en su caso, de la solicitud de incorpo-
ración será motivada y se notificará al interesado en el plazo de diez
días. Contra dicha resolución podrá interponerse recurso ante el
Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de Madrid, en
el plazo de un mes desde la notificación y de acuerdo con el proce-
dimiento previsto en los artículos 82 a 84 de los presentes Estatutos.

Artículo 12

De la admisión como colegiado

No podrá denegarse el ingreso en este Colegio a quienes reúnan
los requisitos establecidos en el artículo 9 de estos Estatutos y no es-
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tén incursos en ninguno de los impedimentos que incapaciten para
el ejercicio de la profesión.

Artículo 13

De la defensa del abogado en asuntos propios o de parientes

No se necesitará incorporación al Colegio para la defensa de
asuntos propios o de parientes dentro del tercer grado de consangui-
nidad o segundo de afinidad, siempre que el interesado tenga capa-
cidad legal para el ejercicio de la profesión.

En estos supuestos, el Decano concederá la correspondiente habi-
litación para el asunto o asuntos a que alcance, que implicará el dis-
frute de todos los derechos concedidos a los colegiados en el ejerci-
cio de la profesión y la asunción de las correlativas obligaciones.

Artículo 14

De las comunicaciones que deben realizar los abogados colegiados
en otros Colegios

1. Los abogados incorporados a otro Colegio que pretendan ac-
tuar profesionalmente en el ámbito del Colegio de Abogados de Al-
calá de Henares deberán obtener, para cada asunto, certificado y re-
gistro de su comunicación, con los requisitos y formas que determine
el Consejo General de la Abogacía Española. Todo ello sin perjuicio
de los convenios intercolegiales que puedan establecerse.

La comunicación de que el abogado está inscrito en un Colegio y
de que no ha sido sancionado o incapacitado en el mismo surtirá
efectos desde su presentación, registro y sello de la copia, sin perjui-
cio de que el ilustre Colegio de Abogados de Alcalá de Henares re-
cabe del Colegio de origen, previa diligencia del Consejo General de
la Abogacía Española, que se adjunte información de que el comu-
nicante no está sancionado o incapacitado para el ejercicio profesio-
nal en ningún otro Colegio de España.

2. Todo abogado que actúe profesionalmente en el territorio del
Colegio quedará sujeto a las normas de actuación y régimen disci-
plinario del mismo, teniendo derecho a la utilización de aquellos
servicios colegiales directamente relacionados con el ejercicio de la
profesión. Su libertad e independencia en la defensa del asunto de
que trate gozará igualmente de la protección del Colegio.

Artículo 15

Del juramento o promesa que deben prestar los colegiados

1. Con anterioridad al inicio del ejercicio profesional, los abo-
gados prestarán juramento o promesa de acatamiento de la Consti-
tución española y el resto del ordenamiento jurídico, así como de fiel
cumplimiento de las normas deontológicas de la profesión, ante la
Junta de Gobierno del Colegio, en acto público y solemne.

2. La Junta podrá autorizar que el juramento o promesa se for-
malice inicialmente por escrito, con compromiso de su posterior ra-
tificación pública. En todo caso, se dejará constancia de la presta-
ción de dicho juramento o promesa en el expediente personal del
colegiado.

Artículo 16

De la pérdida de la condición de colegiado

1. La condición de colegiado se perderá:
a) Por fallecimiento.
b) Por baja voluntaria.
c) Por reiterada falta de pago de las cuotas ordinarias o extraor-

dinarias acordadas y de las demás cargas colegiales a que vi-
nieran obligados los colegiados. La cuota ordinaria deberá
abonarse dentro del primer semestre de cada año, y las ex-
traordinarias, en el plazo que se fije al establecerlas. No obs-
tante, el impago de las cuotas de la Mutualidad General de la
Abogacía, mutualidad de previsión social a prima fija, no
dará lugar a la inmediata pérdida de la condición de colegia-
do, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria que co-
rresponda.
El impago de dos cuotas ordinarias o extraordinarias conse-
cutivas o de tres de manera alterna, y previa puesta en cono-
cimiento del interesado, será causa suficiente para la pérdida
de la condición de colegiado.

No obstante, los colegiados podrán rehabilitar sus derechos
con el abono de lo adeudado, sus intereses al tipo legal, y la
cantidad que correspondiere como nueva incorporación.

d) Por condena firme que lleve consigo la pena principal o acce-
soria de inhabilitación para el ejercicio de la profesión.

e) Por sanción firme de expulsión del Colegio, acordada en ex-
pediente disciplinario.

2. La pérdida de la condición de colegiado será acordada por la
Junta de Gobierno en resolución motivada, y, una vez firme,
será comunicada al Consejo General de la Abogacía Españo-
la y al Consejo de Colegios de la Comunidad de Madrid.

Artículo 17

De la información al Colegio por parte de los juzgados y tribunales

El Colegio realizará cuantas gestiones y trámites resulten proce-
dentes para obtener de los juzgados y tribunales de su ámbito terri-
torial copia autorizada o testimonio de los autos de procesamiento,
de apertura de juicio oral, sentencias condenatorias y, en general,
cualquier resolución que pueda llevar aparejada la inhabilitación o
suspensión profesional de un abogado.

SECCIÓN TERCERA

De las prohibiciones, incompatibilidades y restricciones especiales

Artículo 18

De las prohibiciones

Los abogados pertenecientes a este Colegio quedarán sometidos
a las siguientes prohibiciones, cuya infracción se sancionará disci-
plinariamente:

a) Ejercer la abogacía estando incurso en causa de incompatibi-
lidad, así como prestar su firma a quienes, por cualquier cau-
sa, no pueden ejercer como abogados.

b) Compartir locales o servicio con profesionales incompati-
bles, si ello afectare a la salvaguarda del secreto profesional.

c) Mantener vínculos asociativos de carácter profesional que
impidan el correcto ejercicio de la abogacía.

d) Las actuaciones en fraude de ley que pretendan eludir las an-
teriores prohibiciones.

Artículo 19

De las incompatibilidades

El ejercicio de la abogacía será incompatible con:
a) Cualquier actividad que pueda suponer menosprecio de la li-

bertad, la independencia o la dignidad inherentes a la profe-
sión.

b) El desempeño, en cualquier concepto, de cargos, funciones o
empleos públicos en el Estado y en cualquiera de las Admi-
nistraciones Públicas, sean estatales, autonómicas, locales o
institucionales, cuya propia normativa reguladora así lo espe-
cifique.

c) El ejercicio de la profesión de procurador, graduado social,
agente de negocios, gestor administrativo y cualquier otra
cuya propia normativa reguladora así lo especifique.

d) En todo caso, el abogado no podrá realizar la actividad de au-
ditoría de cuentas u otras que sean incompatibles con el co-
rrecto ejercicio de la abogacía simultáneamente para el mis-
mo cliente o para quienes lo hubiesen sido en los tres años
precedentes.
No se entenderá incompatible esta prestación, si se realiza
por personas jurídicas distintas y con consejos de administra-
ción distintos.

e) El ejercicio de la abogacía es también incompatible con la in-
tervención ante aquellos organismos jurisdiccionales en que
figuren como funcionarios o contratados el cónyuge, el con-
viviente permanente con análoga relación de afectividad o los
parientes del abogado dentro del segundo grado de consan-
guinidad o afinidad. El afectado por tal incompatibilidad de-
berá abstenerse de la defensa que en tales asuntos le haya po-
dido ser encomendada, sin perjuicio del derecho de recusación
que pueda asistir al litigante contrario.
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Artículo 20

De los efectos de la incompatibilidad

1. El colegiado a quien afecte alguna de las causas legales de in-
compatibilidad cesará de inmediato en su labor de abogado, comu-
nicándolo por escrito a la Junta de Gobierno dentro de los treinta
días siguientes al inicio de la actividad incompatible. Si no realiza-
se tal comunicación, será dado de baja en el ejercicio profesional me-
diante resolución motivada y pasará a la situación de no ejerciente.

2. Se considerará como infracción muy grave ejercer al mismo
tiempo la abogacía y la actividad incompatible, ya se haga directa-
mente o por persona interpuesta, y sin perjuicio de las demás respon-
sabilidades que correspondan.

Artículo 21

De la información sobre posibles incompatibilidades o prohibiciones
y sus consecuencias

1. El Colegio podrá solicitar información o aclaraciones a cual-
quier colegiado ejerciente cuando se presuma que su actuación pue-
de estar incluida en alguna de las situaciones previstas en los artícu-
los 18 y 19 precedentes.

2. Comprobada la situación de prohibición o incompatibilidad,
la Junta de Gobierno le concederá un plazo de treinta días para que
cese en dicha ocupación. En el caso de no justificar tal cese en el re-
ferido plazo, será dado de baja en el ejercicio profesional mediante
resolución motivada y pasará a la situación de no ejerciente. Todo
ello sin perjuicio de las responsabilidades disciplinarias procedentes.

Artículo 22

De las venias

1. Los abogados podrán encargarse de la dirección profesional
de cualquier asunto, judicial o extrajudicial, que esté encomendada
a otro compañero, pero deberán pedir previamente su venia, salvo
que exista renuncia escrita e incondicionada por parte de este últi-
mo. El incumplimiento de dicha obligación será corregido discipli-
nariamente por la Junta de Gobierno del Colegio.

2. La venia, salvo en los casos de notoria urgencia, deberá ser
solicitada y otorgada por escrito, sin que el Letrado requerido pue-
da denegarla. En su solicitud, el nuevo abogado pondrá en cono-
cimiento de su predecesor la decisión del cliente, exhortando al
compañero a que presente la liquidación de honorarios que se le
adeuden, a fin de que, a la mayor brevedad, se proceda al pago de
los mismos, atendiendo al deber de lealtad, consideración y compa-
ñerismo que mutuamente se deben los colegiados.

3. En caso de que el cliente no acepte la liquidación de los ho-
norarios exigidos por el abogado saliente, la Junta de Gobierno re-
solverá la cuestión mediante dictamen emitido al efecto.

4. No obstante lo dispuesto en los párrafos anteriores, el Letra-
do entrante podrá realizar actuaciones que no admitan dilación algu-
na, sin necesidad de venia del letrado saliente, dando cuenta a este
último de lo ocurrido lo antes posible y, en todo caso, en el plazo
máximo de cuarenta y ocho horas.

5. El otorgamiento de la venia por el letrado obliga al abogado
que cesa en el encargo a devolver al cliente la documentación rela-
tiva al asunto que obre en su poder, y facilitar al nuevo letrado la in-
formación necesaria, judicial o extrajudicial, que pudiera tener
transcendencia en la defensa de los intereses del cliente.

SECCIÓN CUARTA

De la publicidad profesional

Artículo 23

Principios generales

1. Los abogados podrán efectuar publicidad de sus servicios,
siempre que sea digna, leal y veraz y se haga con absoluto respeto a
la dignidad de las personas, a la legislación sobre publicidad, defen-
sa de la competencia y competencia desleal, ajustándose, en cual-
quier, caso a las normas deontológicas.

2. Se considerará contraria a las normas deontológicas de la
abogacía la publicidad que suponga:

2.1. Revelar directa o indirectamente hechos, datos o situacio-
nes amparados por el secreto profesional.

2.2. Incitar genérica o concretamente al pleito o conflicto.

2.3. Ofrecer sus servicios por sí o por terceros a las víctimas de
accidentes, desgracias, a sus herederos o causahabientes, en
momentos en los que, por encontrarse sufriendo dicha des-
gracia personal o colectiva reciente, carecen de plena y se-
rena libertad para la elección de abogado.

2.4. Utilizar emblemas o símbolos colegiales o corporativos,
cuyo uso quedará reservado a la publicidad institucional, y
aquellos otros que, por su similitud, puedan generar confu-
sión.

2.5. Hacer mención de clientes o asuntos profesionales.
2.6. Expresar contenidos persuasivos, ideológicos, de autoala-

banza o comparación.
2.7. Proporcionar información errónea o engañosa, así como

prometer resultados o inducir a creer que se producirán y
que, en el caso que no se diesen, no se cobrarían honorarios.

Artículo 24

De la publicidad realizada por entidades

Los abogados que presten sus servicios en forma permanente u
ocasional a empresas individuales o colectivas deberán exigir que
las mismas se abstengan de efectuar cualquier clase de publicidad
que no se ajuste a lo establecido en este Estatuto.

Artículo 25

De la interdicción de la publicidad indebida

El Decano, mediante resolución motivada, y sin perjuicio de la
actuación disciplinaria pertinente, podrá exigir el cese inmediato de
toda publicidad que contravenga los presentes Estatutos.

SECCIÓN QUINTA

Ejercicio individual, colectivo y multiprofesional

Artículo 26

Del ejercicio individual

1. Los colegiados podrán desarrollar su profesión por cuenta
propia, como único titular de un despacho, o por cuenta ajena, como
colaborador de un despacho individual o colectivo.

No se perderá la condición de abogado que ejerce como titular de
su propio despacho individual cuando:

a) El abogado tenga en su despacho pasantes o colaboradores,
exista o no relación laboral con los mismos.

b) El abogado comparta el despacho con su cónyuge, ascendien-
tes, descendientes o parientes hasta el segundo grado de con-
sanguinidad o afinidad.

c) El abogado comparta los locales, instalaciones, servicios u
otros medios con otros abogados, pero manteniendo la inde-
pendencia de sus despachos, sin identificación conjunta de
los mismos ante la clientela.

d) El abogado concierte acuerdos de colaboración para asuntos
concretos o clases de asuntos con otros abogados o despachos
colectivos, nacionales o extranjeros, cualquiera que sea su
forma.

2. El abogado titular de un despacho profesional individual res-
ponderá profesionalmente ante el cliente de las gestiones o actuacio-
nes que efectúen sus pasantes o colaboradores, sin perjuicio de repe-
tir contra los mismos si procediere. No obstante, los pasantes y
colaboradores quedan sometidos a las obligaciones deontológicas de la
profesión y asumirán su propia responsabilidad disciplinaria. Los ho-
norarios a cargo del cliente se devengarán a favor del titular del despa-
cho, aun en el caso de que las actuaciones fueren realizadas por otros
letrados por delegación o sustitución del mismo. El titular del despa-
cho, a su vez, responderá personalmente de los honorarios debidos a
los letrados a quienes encargue o delegue actuaciones, aun en el caso de
que el cliente dejase de abonárselos, salvo pacto escrito en contrario.

Artículo 27

De otras formas de ejercicio individual de la profesión

1. El ejercicio de la abogacía por cuenta ajena podrá desarro-
llarse como colaborador de un despacho individual o colectivo o en
régimen de derecho laboral.
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2. El ejercicio de la abogacía por cuenta ajena en régimen de es-
pecial colaboración habrá de pactarse expresamente por escrito, fi-
jando las condiciones, duración, alcance y régimen económico de la
colaboración.

3. Para ejercer la abogacía en régimen de derecho laboral, será
necesario que exista contrato de trabajo, formalizado por escrito,
con el titular de un despacho individual, colectivo, o con una o va-
rias empresas. Tales contratos respetarán siempre la libertad e inde-
pendencias básicas para el ejercicio de la profesión y especificarán
si el ejercicio profesional se realiza o no en régimen de exclusividad.

4. El Colegio verificará que los contratos, ya sean civiles o de
trabajo, se ajustan a los principios normativos y deontológico de la
abogacía, a cuyo efecto deberán ser presentados por cualquiera de
las partes ante la Corporación en el plazo de un mes desde su forma-
lización.

5. El abogado que trabaje por cuenta ajena, ya sea en régimen
de colaboración o laboral, deberá hacer constar su nombre y por
cuenta de quién trabaja en todas las actuaciones que realice por sus-
titución o delegación del despacho con el que colabore.

Artículo 28

Del ejercicio colectivo

1. Los abogados podrán ejercer la profesión agrupándose colec-
tivamente en cualquiera de las formas lícitas en Derecho, incluidas
las sociedades mercantiles. En cualquier caso, la forma elegida de-
berá permitir, en todo momento, la identificación de cada uno de sus
integrantes.

2. La agrupación habrá de tener como objeto exclusivo el ejer-
cicio profesional de la abogacía y estar integrada exclusivamente
por abogados en ejercicio, sin limitación de número. No podrá com-
partir locales o servicios con profesionales incompatibles si ello
afectare a la salvaguarda del secreto profesional.

Tanto el capital como los derechos políticos y económicos habrán
de estar atribuidos únicamente a los abogados que integren el despa-
cho colectivo.

3. La forma de agrupación deberá permitir en todo momento, la
identificación de sus integrantes; habrá de constituirse por escrito e
inscribirse en el registro especial que el Colegio haya establecido al
efecto. En dicho registro se inscribirán su composición, altas y ba-
jas que se produzcan.

Los abogados que formen parte de un despacho colectivo estarán
obligados personalmente a solicitar las inscripciones correspondientes.

4. Los abogados agrupados en un despacho colectivo no podrán
tener despacho colectivo independiente del colectivo y en las inter-
venciones profesionales que realicen, y en las minutas que emitan,
deberán dejar constancia de su condición de miembros del referido
colectivo.

No obstante, las actuaciones correspondientes a los Turnos de
Oficio y Asistencia al Detenido tendrán carácter personal, aunque
podrá solicitarse del Colegio autorización para facturarlas a nombre
del despacho colectivo.

5. Los abogados miembros de un despacho colectivo tendrán
plena independencia profesional para aceptar o rechazar cualquier
cliente o asunto del despacho, así como plena independencia para
dirigir la defensa de los intereses que tengan encomendados. Las
sustituciones que se produzcan se atendrán a las normas de funcio-
namiento del respectivo despacho, sin precisar la solicitud de venia
interna. Los honorarios corresponderán al colectivo, sin perjuicio
del régimen interno de distribución que establezcan las referidas
normas. En ningún caso se podrá reconocer participación alguna en
tales honorarios a personas o entidades que no sean miembros del
despacho colectivo, ya sean abogados colaboradores o profesiona-
les con vínculo multiprofesional autorizado.

6. La actuación profesional de los integrantes de un despacho
colectivo, en el ámbito del Colegio, estará sometida a la disciplina
colegial, respondiendo personalmente el abogado que la haya efec-
tuado.

7. El deber de secreto profesional en relación a los asuntos pro-
fesionales encomendados, o en los que intervenga cualquiera de los
miembros de un despacho colectivo, se extiende y vincula a todos y
cada uno de ellos. Esta obligación no estará limitada en el tiempo ni
por la permanencia en el despacho.

8. Se extenderá a todos los miembros del despacho las incom-
patibilidades, restricciones o prohibiciones de actuación que afecten

a cualquiera de ellos. Los integrantes de un despacho colectivo no
podrán defender intereses en conflicto, ni los contrapuestos a los de
sus patrocinados.

9. El abogado miembro de un despacho colectivo que se separe
del mismo no podrá defender intereses en conflicto con aquellos que
hayan sido defendidos por él mismo o por cualquiera de sus anterio-
res compañeros en el seno de su antiguo despacho.

10. Todos los abogados que hayan intervenido en un asunto res-
ponderán ante el cliente de forma solidaria ilimitada, en relación la
responsabilidad civil que pueda derivarse de su ejercicio profesio-
nal. Todo ello, sin perjuicio de la propia responsabilidad civil que la
legislación atribuya al ente que constituya el despacho colectivo,
conforme al régimen jurídico correspondiente a la forma de agrupa-
ción utilizada, o a los pactos internos entre sus integrantes.

11. Las normas reguladoras del despacho colectivo podrán es-
tablecer el sometimiento a arbitraje colegial de las discrepancias que
surgiesen entre sus miembros a causa del funcionamiento, separa-
ción o liquidación de dicho despacho, con el fin de proteger el secre-
to profesional y las relaciones de compañerismo.

Artículo 29

De los despachos multiprofesionales

1. Los abogados, sin limitación de número, podrán asociarse en
régimen de colaboración multiprofesional con distintos profesiona-
les liberales para prestar ante cualquier jurisdicción, además de
servicios de asesoramiento jurídico, otros que no sean incompati-
bles. Será factible para ello la utilización de cualquier forma lícita en
Derecho, incluida la sociedad mercantil, siempre que se cumplan las
siguientes condiciones:

a) Que la agrupación tenga por objeto la prestación de servicios
conjuntos determinados, incluyendo los servicios jurídicos es-
pecíficos que se complementen con los de otras profesiones.

b) Que la actividad a desempeñar no afecte al correcto ejercicio
de la abogacía por los miembros abogados.

c) Que se cumplan las condiciones establecidas en el artículo
anterior en lo que afecte al ejercicio de la abogacía, salvo lo
expresado bajo el apartado 2 del mismo, que no resultará
aplicable, o en el apartado 4, del que solamente será aplicable
la obligación de dejar constancia de la condición de miembro
del colectivo multiprofesional en las actuaciones que se rea-
licen y minutas que se emitan en su ámbito.

2. En el Colegio se creará un registro especial donde se inscribi-
rán las agrupaciones en régimen de colaboración multiprofesional.

3. Los miembros abogados deberán separarse cuando cualquie-
ra de sus integrantes incumpla las normas sobre prohibiciones, in-
compatibilidades o deontología propias de la abogacía.

TÍTULO II

Derechos y deberes de los colegiados

Capítulo único
Derechos y deberes de los colegiados

SECCIÓN PRIMERA

De carácter general

Artículo 30

De los principios que informan el ejercicio de la abogacía

El abogado es fautor en la función pública de la administración de
justicia. La defensa, asesoramiento y conciliación que haga de los
intereses confiados cumplirá siempre con el Derecho y las normas
deontológicas y no podrá justificar ninguna desviación del fin supre-
mo de la Justicia, al que la abogacía se halla vinculada.

Artículo 31

De los deberes generales de los colegiados

a) Es obligatoria la incorporación al ilustre Colegio de Aboga-
dos de Alcalá de Henares para el ejercicio de la abogacía de
los letrados que tengan su domicilio profesional único o prin-
cipal en el ámbito territorial definido en el artículo 2 de los
presentes Estatutos.
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b) Cumplir las normas legales, estatutarias, deontológicas e, igual-
mente, los acuerdos de los diferentes órganos corporativos.

c) Comunicar al Colegio los cambios de domicilio, despacho
profesional y ausencias que hayan de prolongarse por más de
dos meses consecutivos.

Artículo 32

Del secreto profesional y su protección

Los abogados tienen como deber y derecho fundamental de la
abogacía guardar secreto de todo hecho o noticia que conozcan en
las distintas modalidades del ejercicio profesional. Nunca podrán
ser obligados a declarar acerca de los mismos.

Artículo 33

De los principios que rigen el ejercicio de la profesión

1. El abogado tiene derecho a las consideraciones honoríficas
debidas a su profesión y tradicionalmente reconocidas a la misma.

2. El abogado actuará con libertad e independencia en el cum-
plimiento de su misión, sin otras limitaciones que las impuestas por
el ordenamiento jurídico y las normas éticas y deontológicas.

3. La defensa jurídica confiada es para los abogados un derecho
y un deber. Para ejercer esta función podrán hacer uso de cuantos me-
dios o recursos legales sean pertinentes, y reclamar a las autoridades,
el Colegio y los particulares el auxilio que proceda en Derecho.

4. Si el letrado entendiere que en un asunto profesional dado no
se garantiza la libertad, independencia o el respeto debido a su mi-
sión, lo pondrá en conocimiento del Juez o tribunal para que acuer-
de el remedio procedente, pudiendo solicitar además amparo al Co-
legio si procediese.

SECCIÓN SEGUNDA

En relación con el Colegio y con los demás colegiados

Artículo 34

De los deberes de los colegiados

Son deberes de los colegiados:

a) Estar al corriente del pago de sus cuotas ordinarias o extraor-
dinarias. Soportar las demás cargas colegiales, en la forma y
plazos establecidos al efecto, que sean impuestas por el Co-
legio, el Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad
de Madrid o el Consejo General de la Abogacía Española y la
Mutualidad General de Previsión Social de la Abogacía.
Los colegiados de honor están exentos del pago de cuotas.

b) Denunciar ante el Colegio cualquier acto de intrusismo que
llegue a su conocimiento, así como todo supuesto de ejerci-
cio ilegal por falta de colegiación, suspensión o inhabilita-
ción del denunciado o cualquier incursión en supuestos de in-
compatibilidad o prohibición.

c) Denunciar al Colegio cualquier atentado contra la libertad,
independencia o dignidad de un abogado en el ejercicio de
sus funciones.

d) Tratar siempre, con la mayor corrección, a los compañeros,
sin pretender implicar al abogado contrario en el litigio o inte-
reses debatidos, evitando, incluso, cualquier alusión personal.

e) Mantener las conversaciones y correspondencia habidas con
el abogado contrario como materia reservada, absteniéndose
de revelar o presentarlas en juicio sin su previo permiso. Sin
embargo, cuando concurra causa grave, la Junta de Gobierno
del Colegio podrá, discrecionalmente y en interés de la Justi-
cia, obviar dicho consentimiento autorizando, su revelación o
aportación en autos.

f) Cumplir los deberes corporativos y guardar con los compañe-
ros de profesión, las obligaciones derivadas del espíritu de
hermandad que preside la abogacía, evitando la competencia
ilícita o desleal.

Artículo 35

De los derechos de los colegiados

Son derechos de los colegiados:
a) Participar en la gestión corporativa, ejerciendo el derecho de

petición, de voto y acceso a los puestos y cargos directivos en
la forma prevenida en el presente Estatuto y la legislación vi-
gente.
El voto de los colegiados ejercientes tendrá doble valor que el
de los no ejercientes. Los colegiados de honor podrán asistir
a las Juntas con voz pero sin voto.

b) Recabar y obtener del Colegio y de los demás órganos corpo-
rativos la protección de su independencia y libertad de actua-
ción profesional.

c) Usar la biblioteca y participar en las actividades que se orga-
nicen por el Colegio.

SECCIÓN TERCERA

En relación con los tribunales

Artículo 36

De las obligaciones de los colegiados con los tribunales

Son obligaciones de los colegiados para con los órganos jurisdic-
cionales, mantener la probidad, lealtad y veracidad en cuanto al fon-
do de sus declaraciones o manifestaciones, y en cuanto a la forma de
su intervención, guardar el debido respeto y cortesía.

Artículo 37

De la comparecencia de los colegiados en las vistas

Los abogados comparecerán ante los tribunales vistiendo toga y,
potestativamente, birrete, sin distintivo de ninguna clase, salvo el
colegial, cuidando que su indumentaria sea acorde con la dignidad y
prestigio de su función y el respeto a la Justicia.

Los miembros de la Junta de Gobierno, cuando concurran como
tales a la apertura de tribunales, toma de posesión, recepciones y de-
más actos oficiales solemnes, así como ante cualquier tribunal o
autoridad ante la que deban hacer valer su condición, vestirán la toga
y, sobre la misma, lucirán la medalla con el emblema del Colegio.

Artículo 38

De la actuación de los colegiados en las vistas

1. Los abogados estarán obligados a descubrirse, solamente, a
la entrada y salida de las salas a las que concurran para las vistas y
en el momento de tomar la venia para informar.

2. Los colegiados tendrán derecho a intervenir ante los tribuna-
les de cualquier jurisdicción sentados dentro del estrado, al mismo
nivel en que se halle instalado el tribunal ante quien actúen, tenien-
do delante de sí una mesa y situándose a los lados del tribunal de
modo que no den la espalda al público, siempre con igualdad de tra-
to que el Ministerio Fiscal o la Abogacía del Estado.

3. El letrado actuante podrá ser auxiliado o sustituido en el acto
de la vista o juicio, o en cualquier otra diligencia judicial, por un
compañero en ejercicio, incorporado o cuya actuación haya sido de-
bidamente comunicada al Colegio. Para tal sustitución bastará con
la declaración del abogado sustituto, bajo su propia responsabilidad.
No cabe la sustitución permanente y generalizada de un compañero
por otro sin consentimiento del cliente.

4. Los abogados procesados o encartados que se defiendan a sí
mismos o colaboren con su defensor usarán toga y ocuparán el sitio
establecido para los letrados.

Artículo 39

De la cortesía de los colegiados ante el retraso de juzgados
y tribunales

Los abogados esperarán un tiempo prudencial sobre la señalada
por el órgano judicial para el juicio, vista, comparecencia o práctica
de diligencias, transcurrido el cual, podrán formular la pertinente
queja ante el mismo órgano e informar del retraso a la Junta de Go-
bierno del Colegio para que pueda adoptar las iniciativas perti-
nentes.
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Artículo 40

De la consideración debida al colegiado en el ejercicio profesional
ante juzgados y tribunales

Si el abogado actuante considera que la autoridad, tribunal o juz-
gado coarta la independencia y libertad necesarias para cumplir sus
deberes profesionales, o que no se le guarda la consideración debi-
da a su profesión, podrá hacerlo constar así ante el propio juzgado o
tribunal bajo la fe del Secretario, dando cuenta a la Junta de Gobier-
no. Si la Junta estimase fundada la queja, adoptará las medidas opor-
tunas para amparar la libertad, independencia y prestigio profesio-
nales.

SECCIÓN CUARTA

En relación a las partes

Artículo 41

De los deberes que el colegiado tiene con su cliente

El abogado deberá realizar la defensa que le sea encomendada
con el máximo celo y diligencia, manteniendo informado a su defen-
dido, guardando el secreto profesional y cumpliendo las demás obli-
gaciones derivadas de la relación contractual que tenga con su de-
fendido. A tal fin, podrá auxiliarse bajo su responsabilidad de
colaboradores u otros compañeros.

Salvo cuando sea nombrado de oficio, el abogado podrá rechazar
los casos en que sea solicitada su intervención, sin necesidad de jus-
tificar su negativa. Si acepta defender un asunto, gozará de absoluta
libertad en cuanto a los legítimos recursos que opte por utilizar en la
defensa, pero deberá cesar en la intervención cuando no esté de
acuerdo con el cliente sobre la forma de llevar la misma. En ningún
caso podrá abandonar la defensa sin asegurarse de que los intereses
de su cliente queden protegidos, en tanto este pueda encontrar un
sustituto en tiempo útil.

A fin de asumir las responsabilidades civiles, penales y deontoló-
gicas correspondientes, el abogado deberá identificarse, en todo
caso, ante la persona a la que asesore o defienda, incluso cuando lo
hiciere por cuenta de un tercero.

Artículo 42

Del trato considerado al contrario

Es obligación del colegiado tratar considerada y cortésmente a la
parte contraria, omitiendo cualquier acto o manifestación que pudie-
ran considerarse injustos o vejatorios.

SECCIÓN QUINTA

En relación a honorarios profesionales

Artículo 43

De los honorarios y provisiones de fondos

1. El colegiado tiene derecho a percibir una compensación eco-
nómica adecuada por los servicios prestados, sin estar sometido a
arancel, así como al reintegro de los gastos que se le hayan causado.
La retribución podrá ser fija, periódica o por horas. Respecto a las
costas recobradas a terceros se estará a lo convenido por las partes,
y salvo pacto expreso, deberán ser satisfechas al abogado.

2. La cuantía de los honorarios será libremente convenida entre
el cliente y el colegiado, con respeto a las normas deontológicas y
sobre competencia desleal. A falta de pacto expreso en contrario,
para la fijación de los honorarios se podrán tener en cuenta, como re-
ferencia, los baremos orientadores del Colegio en cuyo ámbito se
actúe, aplicados conforme a las reglas, usos y costumbres del mis-
mo; normas que, en todo caso, tendrán carácter supletorio de lo con-
venido y que se aplicarán en los casos de condena en costas a la par-
te contraria.

3. Queda expresamente prohibido el pacto de cuota litis enten-
dido en sentido estricto, entendiéndose por tal el acuerdo previo por
el que el cliente se compromete a pagar al abogado, únicamente, un
porcentaje del resultado conseguido en el asunto e independiente-
mente de que consista en una suma de dinero, bien o valor.

4. El ilustre Colegio de Abogados de Alcalá de Henares publi-
cará criterios orientadores de honorarios, o asumirá, en todo o parte,
las publicadas por otros Colegios.

5. Respecto a las provisiones que reciba, los fondos del aboga-
do se mantendrán, en todo momento, separados de los del cliente.

Artículo 44

Del ofrecimiento de acuerdo y de los informes de la Junta
respecto a honorarios profesionales

1. Como norma de cortesía, y para evitar en lo posible impug-
naciones judiciales, el letrado de la parte condenada al pago de las
costas, y en el plazo de cinco días desde que sea firme la resolución,
podrá solicitar a la contraria, y esta ofrecer a aquella, la minuta de
honorarios devengados. Todo ello con el fin de que antes de su pre-
sentación a tasación se intente lograr acuerdo de conformidad o se
formulen reparos a los mismos.

2. Si no se llegase a un acuerdo sobre la minuta, se podrá some-
ter el asunto a la decisión de la Junta de Gobierno, con expresa auto-
rización de sus clientes y el compromiso expreso de ambas partes de
acatar la resolución de la Junta.

3. En tal caso, la Junta de Gobierno dictará la resolución que es-
time justa en el plazo de treinta días, previa audiencia de los letra-
dos y examen de la documentación aportada. Dicha resolución será
comunicada a las partes y al juzgado o tribunal donde radiquen los
autos si así le fuera solicitado por cualquiera de ellas.

4. El mismo procedimiento se seguirá por la Junta de Gobierno
respecto de toda cuestión de honorarios que les sea consultada por
los colegiados, sus clientes o ambos.

5. En las impugnaciones de los honorarios por vía judicial, los
dictámenes de la Junta se emitirán en el término de treinta días hábi-
les, a contar desde la entrega de los autos en la Secretaría del Colegio.

6. Por la emisión de estos informes el Colegio percibirá, de la
parte vencida el 3 por 100 del importe de la minuta consultada con
destino a los fondos colegiales.

7. La Junta de Gobierno podrá adoptar medidas disciplinarias
contra los colegiados que, habitualmente y con temeridad, impug-
nen las minutas de sus compañeros, así como contra aquellos cuyos
honorarios sean declarados reiteradamente excesivos o indebidos.

SECCIÓN SEXTA

En relación al Turno de Oficio

Artículo 45

De la justicia gratuita, del Turno de Oficio y de la asistencia al
detenido o preso

1. Corresponde a los abogados el asesoramiento jurídico y de-
fensa de oficio de las personas físicas a quienes, conforme a la legis-
lación vigente, les sea reconocido el beneficio de justicia gratuita,
por acreditar insuficiencia de recursos para litigar.

2. Asimismo, les corresponde la asistencia y defensa de las per-
sonas físicas que soliciten abogado de oficio o no designen ninguno
en la jurisdicción penal. A excepción de los supuestos en que legal-
mente se disponga otra cosa, el abogado intervendrá también, aun
cuando se invoque el derecho a la autodefensa, en cuyo caso, aten-
derá los asesoramientos que se le soliciten y asumirá la defensa si se
le pidiere. En estos casos y de no tener derecho al beneficio de jus-
ticia gratuita, el defendido deberá abonar los honorarios correspon-
dientes.

3. Igualmente corresponde a los abogados la asistencia a los de-
tenidos y presos, en los términos que exprese la legislación vigente.

Artículo 46

Del ejercicio de la abogacía en el Turno de Oficio
y en la asistencia al detenido o preso

1. Los abogados desempeñarán las funciones a que se refiere el
artículo precedente con la libertad e independencia profesionales
que les son propias y conforme a las normas éticas y deontológicas
que rigen la profesión.

2. El desarrollo de dichas funciones será organizado por el Con-
sejo General de la Abogacía Española, el Consejo de Colegios de
Abogados de la Comunidad de Madrid y el Colegio. Corresponde a
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la Junta de Gobierno dictar las reglas para el funcionamiento del
Turno de Oficio y asistencia al detenido o preso.

3. En tanto que, a juicio de la Junta de Gobierno, el número de
letrados inscritos permita la adecuada prestación del servicio, la ads-
cripción a dichos turnos tendrá carácter voluntario.

4. Los abogados incluidos en los Turnos de Oficio y de la asis-
tencia al detenido o preso deberán atenerse a las normas estableci-
das para la prestación de los mismos, y su infracción dará lugar a la
apertura del correspondiente expediente.

5. La Administración Pública, en la forma legalmente estable-
cida, abonará la remuneración de los servicios del Turno de Oficio,
y podrá efectuar el seguimiento y control periódico de su funciona-
miento, así como de la aplicación de los fondos públicos a él desti-
nados.

Artículo 47

De la excusa de la defensa de oficio

Las causas de renuncia o excusa de la defensa profesional de ofi-
cio y la de asistencia al detenido serán las previstas en la Ley. Solo
en el orden penal podrán los abogados designados excusarse de la
defensa. Para ello deberá concurrir un motivo personal y justo, que
será apreciado por el Decano del Colegio.

TÍTULO III

De los órganos de gobierno del Colegio:
Estructura y funciones

Capítulo primero
De los órganos de gobierno

SECCIÓN PRIMERA

De su composición y funciones

Artículo 48

De los principios que rigen el gobierno del Colegio y de los
órganos de la Corporación

El gobierno del ilustre Colegio de Abogados de Alcalá de Hena-
res está presidido por los principios de democracia y autonomía, y
será regido por el Decano, la Junta de Gobierno y la Junta General.

La Junta de Gobierno está constituida por el Decano, un Tesorero,
un Bibliotecario, un Secretario y seis vocales, denominados Dipu-
tados 1.o, 2.o, 3.o, 4.o, 5.o y 6.o

Artículo 49

De las atribuciones de la Junta de Gobierno

Son atribuciones de la Junta de Gobierno:
1. Con referencia al ejercicio profesional:
a) Someter a referéndum, por sufragio secreto, asuntos concre-

tos de interés colegial.
b) Resolver sobre la admisión de los licenciados en Derecho que

soliciten incorporarse al Colegio, pudiendo delegar esta fa-
cultad en el Decano para casos de urgencia, que serán some-
tidos a ratificación de aquella.

c) Velar para que los colegiados observen buena conducta y de-
sempeñen su función con honestidad y competencia profesio-
nal, en sus relaciones con los tribunales, compañeros y clientes.

d) Impedir el ejercicio de la profesión a quienes, siendo colegia-
dos o no, la ejerciesen de modo contrario al ordenamiento ju-
rídico. Perseguir a los infractores y a las personas, naturales
o jurídicas, que faciliten dicho irregular proceder, ejercitando
cuantas acciones jurisdiccionales o no, fuesen necesarias o se
estimen convenientes.

e) Adoptar los importes que los colegiados deban satisfacer por
derechos de incorporación y fijar las cuotas que deban pagar
los colegiados, ejercientes y no ejercientes, para el sosteni-
miento de las cargas y servicios del Colegio.

f) Acordar, con aprobación de la Junta General, la imposición a
los colegiados de cuotas extraordinarias, si se estiman nece-
sarias.

g) Recaudar el importe de las cuotas y de las pólizas estableci-
das para el sostenimiento de las cargas del Colegio, del Con-

sejo General de la Abogacía Española y de Previsión de la
Abogacía.

h) Regular los honorarios de los colegiados en los casos previs-
tos por estos Estatutos, e informar cuando los tribunales pi-
dan su dictamen con sujeción a lo dispuesto en las leyes.

i) Convocar elecciones para proveer los cargos de la Junta de
Gobierno y proceder a la convocatoria de las Juntas Genera-
les, ordinarias y extraordinarias, señalando el orden del día
para cada una.

j) Ejercer las facultades disciplinarias respecto a los colegiados.
k) Dictar y aplicar los reglamentos de orden interior que juzgue

convenientes.
l) Nombrar las comisiones o secciones de colegiados que fue-

ren necesarias para el estudio de las materias que pudieran in-
teresar a los fines de la Corporación y a la defensa y promo-
ción de la abogacía.

m) Velar para que se observen, en el ejercicio profesional, las
condiciones de dignidad y prestigio que corresponden al abo-
gado, proveyendo lo necesario al amparo de aquellas.

n) Informar a los colegiados con prontitud de cuantas cuestiones
tenga noticia y puedan afectarles en el ejercicio de su fun-
ción, ya sean de índole corporativa, colegial, profesional o
cultural.

2. Con relación a los tribunales de justicia y organismos oficiales:
a) Fomentar y estrechar las relaciones de respetuosa cordialidad

entre el Colegio, sus colegiados y la magistratura.
b) Defender a los colegiados en el desempeño de las funciones

de la profesión, o, con ocasión de las mismas, cuando se es-
time justo y procedente.

c) Promover cerca del Gobierno y de las demás autoridades
cuanto se considere beneficioso para el interés común y para
la recta y pronta administración de Justicia.

d) Informar en nombre del Colegio, de palabra o por escrito, en
cuantos proyectos o iniciativas de las Cortes, del Gobierno u
otros organismos lo requieran.

3. Con relación a los recursos económicos del Colegio:
a) Recaudar, administrar y distribuir los fondos del Colegio.
b) Redactar los presupuestos y rendir las cuentas anuales.
c) Proponer a la Junta General la inversión o disposición del pa-

trimonio colegial, si se tratare de inmuebles.
4. Delegación de la firma del Secretario: En aquellas cuestiones

que no sean sustanciales, la Junta de Gobierno podrá acordar la de-
legación de la firma del Secretario en otro componente de la propia
Junta o en funcionario del personal del Colegio que reúna las condi-
ciones de Letrado no ejerciente.

Artículo 50

De las consultas, dictámenes, arbitrajes y laudos
realizados por la Junta de Gobierno

La Junta de Gobierno podrá realizar consultas, dictámenes, arbi-
trajes y laudos, percibiendo los correspondientes honorarios que se
ingresarán en los fondos del Colegio. En todo caso, y con carácter
previo, se informará al peticionario del importe de las tasas o dere-
chos que se devenguen por la actividad solicitada.

Artículo 51

De las comisiones y agrupaciones que puede crear la Junta.
De la Agrupación de Abogados Jóvenes
y la Comisión del Turno de Oficio

1. La Junta podrá crear las comisiones que estime convenientes,
que deberán, en todo caso, ser presididas por el Decano o miembro
de la Junta en quien el mismo delegue.

2. La Comisión del Turno de Oficio designará sus turnos, así
como los de asistencia al detenido y servicio de orientación jurídica.

3. La Agrupación de Abogados Jóvenes actuará subordinada a
la Junta de Gobierno, a la que corresponde autorizar y modificar sus
Estatutos. Las actuaciones o comunicaciones de la agrupación des-
tinadas a trascender fuera del Colegio se cursarán a través de la Jun-
ta de Gobierno, que decidirá previamente sobre su oportunidad y
pertinencia.

4. Toda actuación de las comisiones y agrupaciones existentes
en el seno de Colegio, así como las comunicaciones de las mismas,
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deberán ser claramente identificadas en cuanto a su procedencia, sin
que en ningún momento puedan atribuirse a la Corporación. Las
destinadas a transcender fuera del Colegio deberán cursarse a través
de la Junta de Gobierno, que decidirá previamente sobre su oportu-
nidad y pertinencia.

Artículo 52

De las reuniones de la Junta de Gobierno

1. La Junta de Gobierno se reunirá ordinariamente una vez al
mes, sin perjuicio de poderlo hacer con mayor frecuencia cuando la
importancia de los asuntos lo requiera o lo solicite una cuarta parte
de los vocales.

2. Las reuniones se convocarán por el Secretario con tres días
de antelación, por lo menos, previo mandato del Decano. Toda con-
vocatoria se hará por escrito, incluyendo el correspondiente orden
del día. No podrá ser objeto de deliberación o acuerdo ningún asun-
to que no figure incluido en el orden del día, salvo que estén presen-
tes todos los miembros del órgano colegiado y sea declarada la ur-
gencia del asunto por el voto favorable de la mayoría.

3. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de votos de los asis-
tentes. El Decano tendrá voto de calidad.

4. Los miembros de la Junta deberán asistir obligatoriamente a
sus sesiones. La falta de asistencia no justificada en tres ocasiones
consecutivas, o cinco alternas, en el año, podrá estimarse como re-
nuncia al cargo.

Subsección 1.a

Del Decano

Artículo 53

De las funciones del Decano

1. Corresponderá al Decano la representación legal del Colegio
en todas las relaciones del mismo con los poderes públicos, entida-
des, corporaciones y personalidades de cualquier orden. Ejercerá las
funciones de vigilancia y corrección que los Estatutos reservan a su
autoridad. Presidirá las Juntas de Gobierno, las generales, y todas las
comisiones y comités especiales a los que asista, dirigiendo las dis-
cusiones, con voto de calidad en caso de empate.

2. Expedirá los libramientos para la inversión de los fondos del
Colegio, y propondrá los abogados que deban formar parte de los tri-
bunales de oposición, entre los que reúnan las circunstancias nece-
sarias al efecto.

3. Se esforzará principalmente en mantener con todos los com-
pañeros una relación de protección y consejo, procurando que su
celo constituya una alta tutela moral que ampare a los débiles y de-
satendidos, asesore a los inexpertos, encauce a los extraviados y co-
rrija a los contumaces, de tal suerte que, su rectitud, su severidad y
su afecto sea ejemplo para todos y encarnación de la dignidad sus-
tancial en quienes realicen funciones de justicia.

Artículo 54

De las funciones del Vicedecano y su sustitución

En los casos de ausencia, enfermedad, abstención, recusación o
vacante del cargo de Decano, asumirá sus funciones el Diputado 1.o
o Vicedecano, quien, asimismo, llevará a cabo todas aquellas fun-
ciones que le confiera el Decano.

En su defecto, se seguirá el orden numérico de Diputados.

Subsección 2.a

Del Secretario

Artículo 55

De las funciones del secretario

Corresponden al Secretario las funciones siguientes:
a) Redactar y dirigir, con la anticipación debida y de acuerdo

con las instrucciones que reciba del Decano, los oficios de ci-
tación para todos los actos del Colegio.

b) Redactar las actas de las Juntas Generales y las que celebre la
Junta de Gobierno.

c) Llevar los libros que exijan las leyes, y aquellos que se estime
conveniente para el mejor y más ordenado servicio. En espe-
cial los correspondientes a reparto de turnos de oficio, asis-
tencia a detenidos o presos. Asimismo, el registro de títulos y
el de correcciones disciplinarias que se impongan a los cole-
giados.

d) Recibir cuantas solicitudes y comunicaciones se remitan al
Colegio, dando cuenta al Decano.

e) Expedir las certificaciones que se soliciten por los interesa-
dos, con el visto bueno del Decano.

f) Organizar y dirigir las oficinas y ostentar la jefatura de personal.
g) Llevar un registro de los colegiados por orden alfabético don-

de se consigne su historial dentro del Colegio.
h) Confeccionar y publicar anualmente el directorio actuali-

zado de los colegiados, con expresión de su antigüedad y
domicilio. Al inicio de cada año remitirá relación de los
abogados legalmente habilitados para ejercer la profesión,
a los jueces, tribunales y jefes de prisión y centros de de-
tención, radicados en el territorio del Colegio. Dicha rela-
ción se adicionará mensualmente con las altas y bajas que
se produzcan.

i) Tener a su cargo el archivo colegial y la custodia del sello del
Colegio.

Subsección 3.a

Del Tesorero

Artículo 56

De las funciones del Tesorero

Corresponderá al Tesorero:

a) Recaudar y custodiar los fondos del Colegio.
b) Pagar los libramientos que expida el Decano.
c) Informar periódicamente a la Junta de Gobierno de la cuenta

de ingresos y gastos, así como de la marcha del presupuesto.
Anualmente formalizará las cuentas del ejercicio económico
vencido.

d) Redactar los presupuestos anuales que la Junta de Gobierno
haya de presentar a la aprobación de la Junta General.

e) Ingresar y retirar fondos de las cuentas bancarias, conjunta-
mente con el Decano.

f) Llevar inventario minucioso de los bienes del Colegio, de los
que será administrador.

g) Controlar la contabilidad, conformar las cuentas bancarias y
efectuar periódicos arqueos de caja.

h) Cobrar los intereses y rentas del capital del Colegio.
i) La comprobación formal de la aplicación de las cantidades

destinadas a obras, suministros, adquisiciones y servicios.
j) La recepción, examen y censura de los justificantes de ingre-

sos y pagos.
k) Realizar el informe de los proyectos de presupuestos.
l) Emitir informes, dictámenes y propuestas en materia econó-

mico-financiera o presupuestaria que sean solicitados por el
Decano, o por un tercio de los miembros de la Junta de Go-
bierno.

Subsección 4.a

Del Bibliotecario

Artículo 57

De las funciones del Bibliotecario

El Bibliotecario tendrá las obligaciones siguientes:

1. Cuidar la biblioteca.
2. Formar y llevar catálogo de obras.
3. Proponer la adquisición de las obras que considere proceden-

tes a los fines corporativos.
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Subsección 5.a

De los Diputados

Artículo 58

De las funciones de los Diputados y su sustitución

Los Diputados actuarán como vocales de la Junta de Gobierno,
desempeñando las funciones que estos Estatutos y las leyes les en-
comienden. Asimismo, formarán parte de las comisiones que esta-
blezca dicha Junta.

Siguiendo el orden de categoría de su respectivo número, sustitui-
rán al Decano en los casos de ausencia, enfermedad o vacante.

Asimismo, pero siguiendo la numeración en sentido inverso, sus-
tituirán los cargos de Secretario, Tesorero Bibliotecario cuando, por
cualquier motivo, vacaran definitiva o temporalmente.

SECCIÓN SEGUNDA

De la elección de Decano y demás miembros de la Junta de Gobierno

Artículo 59

De la provisión de los cargos de la Junta de Gobierno

Los cargos de la Junta de Gobierno se proveerán por elección en
la que podrán participar todos los colegiados, ejercientes y no ejer-
cientes, con arreglo al procedimiento que se establece en esta sec-
ción.

Artículo 60

De los requisitos, prohibiciones e incompatibilidades
de los miembros de la Junta de Gobierno

Los cargos de la Junta de Gobierno se proveerán entre colegiados
residentes y con despacho profesional abierto en el ámbito territorial
del Colegio que tengan la condición de elector. El Decano deberá ser
colegiado ejerciente. Los elegibles no podrán estar incursos en nin-
guna de las siguientes situaciones:

1. Estar condenados por sentencia firme que lleve aparejada la
inhabilitación o suspensión para cargos públicos, en tanto estas sub-
sistan.

2. Haber sido disciplinariamente sancionados en cualquier Co-
legio de Abogados, mientras no hayan sido rehabilitados.

3. Ser miembro de los órganos rectores de otro Colegio profe-
sional.

4. Ser Decano o Rector de cualquier Facultad o Universidad,
pública o privada.

5. Ser Presidente o miembro del órgano ejecutivo de cualquiera
Corte de Arbitraje, a excepción de la del propio Colegio.

6. Ostentar cualquier cargo político en órganos ejecutivos de
ámbito nacional, comunitario o local.

7. Los cargos de la Junta de Gobierno se renovarán cada cinco
años y podrán ser reelegidos.

Artículo 61

De las elecciones y valor del voto

La elección de los miembros de la Junta de Gobierno se efectua-
rá mediante sufragio universal, libre, directo y secreto. El voto po-
drá ejercitarse personalmente o por correo y podrán participar como
electores y elegibles todos aquellos colegiados incorporados al Co-
legio con más de tres meses de antelación a la fecha de la convoca-
toria de las elecciones.

Ningún colegiado podrá presentarse como candidato a más de un
cargo de los que hayan de ser elegidos en la misma convocatoria.

Los votos de los ejercientes tendrán doble valor que el de los no
ejercientes.

Artículo 62

Del ejercicio del derecho al voto y del voto por correo

1. El ejercicio del derecho al voto es personal e indelegable y se
realizará el mismo día de las elecciones, previa acreditación del le-
trado votante ante la mesa electoral correspondiente.

2. No obstante lo anterior, los colegiados podrán emitir su voto
por correo de acuerdo con las siguientes normas:

a) En el plazo de cinco días hábiles, a contar desde la proclama-
ción de las candidaturas, los colegiados que deseen emitir su
voto por correo deberán solicitar, mediante comparecencia
personal ante la Secretaría del Colegio, la certificación que
acredite estar incluidos en el censo electoral.

b) El Secretario del Colegio enviará la certificación de censo so-
licitada, junto con la relación de candidaturas presentadas, así
como tres papeletas en blanco para que sean debidamente
cumplimentadas por el votante, y un sobre de votación. Tan-
to las papeletas en blanco como el sobre deberán ser de los
aprobados y normalizados por la junta electoral.

c) La emisión del voto deberá efectuarse de la siguiente manera:
1.o En el sobre normalizado enviado por el Secretario del

Colegio al votante se introducirá la papeleta de votación
debidamente rellenada.

2.o Este sobre, una vez cerrado, se introducirá en otro abierto
que deberá contener igualmente el certificado que acredi-
te la inclusión del elector en el censo, así como una foto-
copia de su DNI o carné colegial que deberá tener mar-
gen suficiente para recoger el sello de fechas de la oficina
de Correos.
El funcionario de Correos estampará el sello de fechas en
el reverso del sobre cerrado, también en la cabecera del
certificado de inclusión del elector en el censo como,
igualmente, en la fotocopia del DNI o carné colegial, de
forma que aparezca con claridad el nombre de la oficina,
la fecha y hora del depósito en los tres que se ha dicho.

3.o Este segundo sobre, una vez cerrado con el contenido an-
tes mencionado, se enviará al domicilio del Colegio me-
diante correo certificado urgente dirigido a nombre de la
junta electoral del Colegio de Abogados de Alcalá de He-
nares, con clara expresión del remitente y señalando en el
anverso: “Para las elecciones del Colegio de Abogados
de Alcalá de Henares a celebrar el día ...”.

4.o Solamente se computarán los votos emitidos por correo
certificado que cumplan los requisitos anteriormente es-
tablecidos y tengan entrada en la junta electoral antes de
las veinte horas del día anterior a la celebración de las
elecciones.

Artículo 63

De la provisión de cargos vacantes en la Junta de Gobierno

1. La elección para cargos vacantes de la Junta de Gobierno ten-
drá lugar de acuerdo con lo previsto en el artículo 61, y se celebrará
en el último trimestre de cada año.

2. La convocatoria de las elecciones se hará por la Junta de Go-
bierno y se podrá hacer coincidir, si se estima conveniente, con la se-
gunda Junta General Ordinaria, en cuyo caso figurará como punto
en el orden del día de esta última.

3. Desde la convocatoria de elecciones, el Decano y la Junta de
Gobierno quedarán en funciones, limitándose al despacho ordinario
de los asuntos hasta su cese, que tendrá lugar al tiempo de la toma
de posesión de los candidatos electos que formen la nueva Junta de
Gobierno.

Artículo 64

De la Junta de Gobierno provisional

1. Cuando por cualquier causa queden vacantes la totalidad de
los cargos de la Junta de Gobierno del Colegio, el Consejo de Cole-
gios de Abogados de la Comunidad de Madrid designará una Junta
Provisional de entre sus miembros más antiguos.

La Junta Provisional convocará elecciones en el plazo de treinta
días naturales para proveer los cargos vacantes, los cuales tendrán
vigencia durante el período del mandato que quedase. Estas eleccio-
nes deberán celebrarse dentro de los treinta días naturales siguientes
contados a partir de la convocatoria.

2. Cuando se produzca la vacante de la mitad o más de los car-
gos, la Junta de Gobierno se completará provisionalmente de la mis-
ma forma y se convocarán, del mismo modo, elecciones para su pro-
visión definitiva.
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Artículo 65

De los trámites a seguir hasta la celebración del acto electoral

Los trámites a seguir hasta la celebración del acto electoral serán
los siguientes:

1.o La convocatoria se anunciará, como mínimo, con un mes de
antelación a la fecha en que haya de celebrarse la elección.

2.o El Secretario, dentro de los cinco días siguientes a la fecha
de la convocatoria, cumplimentará los siguientes particulares:

A) La convocatoria electoral se insertará en el tablón de anun-
cios, y en ella constarán los siguientes extremos:
a) Cargos que han de ser objeto de elección y requisitos co-

legiales exigidos para poder aspirar a cada uno de ellos.
b) Día de la celebración de los comicios, con expresión de la

hora de apertura y cierre de las urnas para proceder al es-
crutinio.

B) Exposición en el tablón de anuncios del Colegio de dos listas
de colegiados con derecho a voto; una de ejercientes y otra de
no ejercientes.

3.o Las candidaturas deberán presentarse en la Secretaría del
Colegio con, al menos, quince días de antelación a la fecha señala-
da para el acto electoral.

Dichas candidaturas deberán estar suscritas exclusivamente por
los propios candidatos, y podrán ser colectivas, dirigidas a cubrir to-
dos los cargos vacantes, o individuales, referidas a proveer un cargo
concreto.

4.o Las reclamaciones contra las listas de electores deberán for-
mularse por los colegiados, en el plazo de los cinco días siguientes
a la exposición de las mismas.

Estas reclamaciones serán resueltas por la Junta de Gobierno den-
tro de los tres días siguientes a la expiración del plazo para formu-
larlas. Una vez dictada resolución, se notificará a cada reclamante
dentro de los dos días siguientes.

5.o Al día siguiente de la finalización del plazo de presentación
de candidaturas, la Junta de Gobierno proclamará candidatos a quie-
nes reúnan los requisitos legales exigibles. Seguidamente lo publi-
cará en el tablón de anuncios y lo comunicará a los interesados sin
perjuicio de que pueda remitir también comunicaciones individua-
les a los colegiados.

En el caso de que un candidato no tenga oponentes, la Junta de
Gobierno le proclamará electo.

Todos los plazos señalados en este artículo se computarán por
días naturales.

Artículo 66

De la Mesa Electoral, los interventores, el desarrollo
de las elecciones y las papeletas de voto

1. Para la celebración de la elección, y tras el cumplimiento de
los trámites oportunos, se constituirá la Mesa Electoral, que estará
integrada por el Presidente, que será el Decano o el miembro de la
Junta que le sustituya en dicho acto, y, como mínimo, por dos miem-
bros más de la propia Junta, como vocales. Si el Secretario no for-
mase parte de la Mesa, oficiará como tal el más moderno de los vo-
cales.

Cada candidato podrá designar, entre los colegiados, uno o varios
interventores que lo representen en las operaciones electorales.

2. En la Mesa Electoral se colocarán sendas urnas para el depó-
sito de los votos de los colegiados ejercientes y no ejercientes, que
permanecerán cerradas durante todo el acto electoral, dejando úni-
camente una ranura para depositar los votos.

3. Constituida la Mesa Electoral, el Presidente indicará el co-
mienzo de la votación, que finalizará a la hora prevista. En este mo-
mento se cerrarán las puertas y solo podrán votar los colegiados que
estuvieran dentro de la Sala. A continuación, en presencia de los In-
terventores, si los hubiere, o de los últimos votantes, procederá el
Presidente a introducir en las urnas los votos por correo que se hu-
bieran recibido y que, hasta entonces, habrá custodiado el Secreta-
rio. Finalmente, votarán los miembros de la Mesa.

4. La elección tendrá para su desarrollo un tiempo mínimo de
cuatro horas y máximo de seis, salvo que la Junta al convocar la
elección señale uno mayor.

5. El Colegio editará las papeletas de voto. Estas serán blancas,
del mismo tamaño, y llevarán impresas por una sola cara, y orden
correlativo, los cargos a cuya elección se proceda.

Los candidatos podrán, por su parte, confeccionar papeletas, las
que deberán ser exactamente iguales a las editadas por la Junta.

En la sede en que se celebre la elección, la Junta dispondrá de su-
ficiente número de papeletas. En las mismas deberán constar los car-
gos objeto de la elección, dejando espacios en blanco a fin de que los
electores puedan reseñar el nombre de los candidatos que elijan.

Artículo 67

De la acreditación y ejercicio del voto por parte de los electores

Los votantes, mediante su carné de colegiado o cualquier otro do-
cumento válido en Derecho a efectos de identificación, deberán
acreditar su personalidad ante la Mesa Electoral, que comprobará la
inclusión del votante en el censo elaborado para las elecciones. El
Presidente pronunciará en voz alta el nombre y apellidos del que
vota, indicando que lo hace, e introducirá la papeleta doblada del
elector en la urna correspondiente.

Artículo 68

Del resultado de las elecciones. De los recursos electorales
y de la Junta de Gobierno en funciones

1. Finalizada la votación, se procederá al escrutinio, leyéndose
en voz alta todas las papeletas.

2. Serán totalmente nulos los votos que contengan expresiones
ajenas al estricto contenido de la votación y los que adolezcan de ta-
chaduras o raspaduras. La nulidad del voto será parcial y referida
solo al cargo que afectare, cuando indique más de un candidato para
un mismo cargo, o contenga nombres de personas que no hayan sido
proclamadas como elegibles.

Aquellas papeletas que, reuniendo los demás requisitos exigidos,
opten por elegir candidatos solamente para algunos cargos y no para
todos los que estén vacantes, serán considerados votos válidos en
cuanto a los cargos y personas correctamente expresados.

3. Finalizado el escrutinio, la Presidencia anunciará su resulta-
do, y seguidamente proclamará candidatos electos a los que para
cada cargo hubieren obtenido el mayor número de votos. En caso de
empate se entenderá elegido el que más votos haya obtenido entre
los ejercientes, de persistir este, el de mayor tiempo de ejercicio en
el colegio, y si aún se mantuviera el empate, el de mayor edad.

Los candidatos elegidos tomarán posesión en el plazo de un mes
desde la fecha de la elección ante la Junta General, previo juramen-
to o promesa de cumplir lealmente el cargo respectivo y guardar se-
creto de las deliberaciones de la Junta de Gobierno. En este momen-
to cesarán los sustituidos. Excepcionalmente, cuando la toma de
posesión no pudiera producirse en el plazo señalado, se formalizará
la misma ante la Junta de Gobierno, debiendo mencionarse expresa-
mente tales hechos y circunstancias en la primera Junta General Or-
dinaria.

4. Frente a los resultados del proceso electoral o cualquiera de
sus actos, los interesados podrán formular recurso ante el Consejo
de Colegios de Abogados de la Comunidad de Madrid, que presen-
tará ante la Junta de Gobierno, de acuerdo con el procedimiento es-
tablecido en el artículo 82 de los presentes Estatutos.

Los recursos que se interpongan en el proceso electoral, o contra
su resultado, ante la Junta de Gobierno del Colegio o ante el Conse-
jo de Colegios de Abogados de la Comunidad de Madrid, serán ad-
mitidos en un solo efecto y no suspenderán la votación, proclama-
ción y posesión de los elegidos, salvo cuando así se acuerde por
causas excepcionales mediante resolución expresa y motivada.

5. La constitución de los órganos de gobierno será comunicada
en el plazo de cinco días al Consejo General de la Abogacía y al
Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de Madrid, con
indicación de su composición y del cumplimiento de los requisitos
legales.

6. Salvo lo establecido en el artículo 67.1 durante todo el proce-
so electoral, y mientras no tome posesión la nueva que haya sido ele-
gida, se mantendrá como Junta de Gobierno en funciones la integra-
da por aquellos miembros de la misma cuyos cargos no son
renovados en esas elecciones, o que, siéndolo, no concurren a las
mismas como candidatos electos.
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7. Los miembros de la Junta que se presenten a su reelección ce-
sarán previamente en sus cargos.

El orden de sustitución en el cargo será el siguiente:
a) El Decano será sustituido en sus funciones por el Dipu-

tado 1.o y, en defecto de este, por el siguiente Diputado, si-
guiendo un orden numérico descendente.

b) El Secretario, el Tesorero y el Bibliotecario serán sustituidos
en sus funciones por el Diputado 6.o, y así sucesivamente en
un orden numérico ascendente.

La Junta en funciones está capacitada para adoptar las medidas
que precise el normal funcionamiento del Colegio. Además, podrá
tomar de forma colegiada aquellas decisiones que sean urgentes y
necesarias, que quedarán sujetas a convalidación por la Junta recién
constituida.

SECCIÓN TERCERA

Del cese de los miembros de la Junta de Gobierno

Artículo 69

Del cese de los miembros de la Junta de Gobierno

Los miembros de la Junta de Gobierno cesarán por las causas si-
guientes:

a) Fallecimiento.
b) Renuncia del interesado.
c) Falta de concurrencia o pérdida de los requisitos estatutarios

para desempeñar el cargo.
d) Expiración del término o plazo para el que fueron elegidos o

designados.
e) Falta de asistencia injustificada a tres sesiones consecutivas

de la Junta de Gobierno o a cinco alternas en el término de un
año, así como la imposibilidad, aun por causa justificada, de
ejercer sus funciones, todo ello previo acuerdo de la propia
Junta.

f) Aprobación de moción de censura con arreglo a lo posterior-
mente regulado.

Capítulo segundo

De las juntas generales ordinarias y extraordinarias

Artículo 70

De la asistencia y voto de los colegiados en la Junta General

Todos los colegiados incorporados con anterioridad a la fecha de
la convocatoria de la Junta General podrán asistir con voz y voto a
las Juntas Generales ordinarias y extraordinarias que se celebren.
Sin embargo, el voto de los ejercientes tendrá doble valor que el de
los demás colegiados.

Artículo 71

De las Juntas Generales Ordinarias y Extraordinarias

1. Cada año se celebrarán dos Juntas Generales Ordinarias, una
en el primer trimestre del año y otra en el último.

2. Se podrá celebrar, además, cuantas Juntas Generales Extraor-
dinarias sean debidamente convocadas, con expresión de los asun-
tos concretos que hayan de tratarse en ellas, ya sea a iniciativa del
Decano, de la Junta de Gobierno, o de un número de colegiados que
suponga, al menos, el 10 por 100 de los ejercientes, con expresión
de los asuntos concretos que han de tratarse en ellas.

La Junta deberá celebrarse en el plazo de treinta días naturales
contados desde el acuerdo del Decano o de la Junta de Gobierno, en
el primer caso, o computados después de la presentación de la soli-
citud, en el segundo. En cualquier caso, nunca podrán ser tratados
más asuntos que los expresados en la convocatoria.

Artículo 72

De la convocatoria de la Junta

1. Las Juntas Generales deberán convocarse con una antelación
de treinta días naturales al de su celebración, salvo los casos de ur-

gencia en que, a juicio del Decano, deba el plazo reducirse y que no
podrá ser inferior a cuarenta y ocho horas.

La convocatoria se insertará en el tablón de anuncios del Colegio,
con señalamiento del orden del día.

2. Sin perjuicio de ello, el Decano o el Secretario, indistinta-
mente, también citará a los colegiados por comunicación escrita que
contendrá el orden del día. En caso de convocatoria urgente podrá
sustituirse la citación personal por publicación de la misma en los
medios locales de comunicación.

Los antecedentes de los asuntos a deliberar en la Junta convoca-
da estarán a disposición de los colegiados, que podrán consultarlos
en horas de oficina en la Secretaría del Colegio.

3. Se celebrarán dos Juntas Generales Ordinarias al año, una en
el primer trimestre para el examen y votación de la cuenta general
de ingresos y gastos del ejercicio anterior y otra en el último trimes-
tre para el examen y votación del presupuesto del ejercicio corres-
pondiente al año siguiente.

Las cuentas del Colegio podrán ser examinadas en el período que
medie entre la convocatoria y cuarenta y ocho horas antes de la se-
ñalada para la celebración de la primera Junta Ordinaria del año.

4. Los colegiados podrán presentar las proposiciones que de-
seen someter a la deliberación y acuerdo de la Junta General, en el
plazo de hasta diez días naturales antes de la celebración de dicha
Junta. Estas proposiciones deberán ser suscritas por un mínimo de
diez colegiados.

Transcurrido ese plazo, y hasta la celebración de la Junta, las pro-
posiciones presentadas quedarán expuestas en el tablón de anuncios
del Colegio para el conocimiento general de todos los colegiados.

Cumplidos los trámites anteriores, tales proposiciones serán leí-
das, en su día, en la Junta General, abriéndose el debate, que consis-
tirá únicamente en dos turnos a favor y dos en contra, de forma al-
ternativa. Finalizadas las intervenciones, se procederá a la votación.

Artículo 73

Del orden del día de la primera Junta General Ordinaria
y de las proposiciones de los colegiados

1. La Junta General Ordinaria a celebrar el primer trimestre de
cada año tendrá el siguiente orden del día:

1.o Reseña que hará el Decano de los acontecimientos más im-
portantes que durante el año anterior hayan tenido lugar con
relación al Colegio.

2.o Examen y votación de la cuenta general de gastos e ingresos
del ejercicio anterior.

3.o Lectura, discusión y votación de los asuntos que se consignen
en la convocatoria.

4.o Proposiciones.
5.o Ruegos y preguntas.
6.o En su caso, toma de posesión de sus respectivos cargos por

los miembros de la Junta de Gobierno elegidos.
2. Los colegiados podrán presentar las proposiciones que de-

seen someter a la deliberación y acuerdo de la Junta General, en el
plazo de hasta diez días naturales antes de la celebración de dicha
Junta. Estas proposiciones deberán ser suscritas por un mínimo de
diez colegiados.

Transcurrido ese plazo, y hasta la celebración de la Junta, las pro-
posiciones presentadas quedarán expuestas en el tablón de anuncios
del Colegio para el conocimiento general de todos los colegiados.

Cumplidos los trámites anteriores, tales proposiciones serán leí-
das en su día en la Junta General, abriéndose el debate, que consis-
tirá únicamente en dos turnos a favor y dos en contra, de forma al-
ternativa. Finalizadas las intervenciones, se procederá a la votación.

Artículo 74

De la segunda Junta General

1. La Junta General Ordinaria a celebrar en el último trimestre
de cada año será presidida por el Decano o quien estatutariamente le
sustituya y tendrá el siguiente orden del día:

1.o Examen y votación del presupuesto formado por la Junta de
Gobierno para el ejercicio siguiente.

2.o Lectura, discusión y aprobación de los asuntos que se consig-
nen en la convocatoria.

3.o Ruegos y preguntas.
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2. No se podrán adoptar acuerdos sobre asuntos no comprendi-
dos en el orden del día.

Artículo 75

De los acuerdos de las Juntas Generales

1. Las Juntas Generales se celebrarán en el día y hora señalados,
cualquiera que sea el número de colegiados concurrentes a ellas, sal-
vo en los casos que se exija un quórum de asistencia determinado.
Sus acuerdos se tomarán por mayoría de votos emitidos, salvo en los
casos en que se exija un quórum especial.

El voto de las Juntas Generales deberá ser personal y directo, no
admitiéndose delegación ni representación.

2. Los acuerdos de las Juntas Generales una vez adoptados, se-
rán obligatorios para todos los colegiados, sin perjuicio del régimen
de recursos que se establecen en los presentes Estatutos.

Artículo 76

De las Juntas Generales Ordinarias y Extraordinarias

1. Las Juntas Generales Ordinarias serán competentes para:
a) Examen y votación de la cuenta general de gastos e ingresos

del ejercicio anterior.
b) En su caso, toma de posesión de sus respectivos cargos por

los miembros de la Junta de Gobierno elegidos.
c) Examen y votación del presupuesto formado por la Junta de

Gobierno para el ejercicio siguiente.
2. Las Juntas Generales Extraordinarias serán competentes para:
a) Proponer la aprobación o modificación de los Estatutos del

Colegio.
b) Autorizar a la Junta de Gobierno la enajenación de bienes in-

muebles de la Corporación.
c) Aprobar o censurar la actuación de la Junta de Gobierno o de

sus miembros.
d) Formular peticiones y cualquier otro tipo de proposición a los

poderes públicos, dentro del marco de la legalidad vigente.

Artículo 77

De la moción de censura

1. El voto de censura a la Junta de Gobierno o a alguno de sus
miembros solo podrá plantearse en Junta General Extraordinaria
convocada al exclusivo efecto.

2. La solicitud de esa convocatoria de Junta General Extraordi-
naria requerirá la firma de un mínimo del 20 por 100 de los colegia-
dos ejercientes, incorporados, al menos, con tres meses de antela-
ción, y expresará con claridad las razones en que se funde.

3. La Junta General Extraordinaria deberá celebrarse dentro de
los treinta días hábiles contados desde que se hubiera presentado la
solicitud y no podrán tratarse en la misma más asuntos que aquellos
en que se funde la moción de censura.

4. La válida constitución de dicha Junta General Extraordinaria
requerirá la concurrencia personal de la mitad más uno del censo co-
legial con derecho a voto, que habrá de ser expresado necesariamen-
te de forma personal, directa y secreta.

El voto de los colegiados ejercientes tendrá valor doble que el de
los no ejercientes.

5. La propuesta se presentará y tramitará, conjuntamente, para
todos aquellos miembros de la Junta cuya censura se proponga.

El debate comenzará con la defensa de la moción, que correspon-
derá a cualquiera de los tres primeros firmantes de la misma.

Concluido el debate, se procederá a la votación. Los votos se emi-
tirán a favor o en contra de la moción y se referirán individualizada-
mente a cada uno de los miembros afectados por la misma.

Aprobada la moción de censura, se cubrirán la o las vacantes en
la Junta de Gobierno, mediante convocatoria de elecciones en la for-
ma establecida en estos Estatutos.

Artículo 78

De la aprobación o modificación de los Estatutos

1. La aprobación o modificación de los Estatutos del Colegio
será competencia exclusiva de la Junta General Extraordinaria, a
propuesta de la Junta de Gobierno, y requerirá para su válida cons-

titución a este fin la asistencia de la mitad más uno del censo cole-
gial con derecho a voto.

2. Si no se alcanzase dicha asistencia, la Junta de Gobierno con-
vocará nueva Junta General Extraordinaria, que podrá adoptar
acuerdo por mayoría de los asistentes, esta vez, sin sujeción a quó-
rum.

La Junta de Gobierno podrá convocar ambas Juntas para el mis-
mo día, citándose para la segunda convocatoria con una hora más
tarde que la fijada para la primera.

3. El proyecto de Estatutos o de modificación de los mismos es-
tará a disposición de los colegiados en la sede del Colegio con una
antelación de, al menos, treinta días naturales a la fecha de la cele-
bración de la Junta. Cualquier colegiado podrá formular enmiendas
totales o parciales al proyecto. Las únicas enmiendas que serán so-
metidas a votación son aquellas que se presenten en la sede del Co-
legio, al menos, diez días naturales antes de la celebración de la Jun-
ta General. En el debate de cada una de las enmiendas presentadas
solo se permitirá dos turnos a favor y dos en contra, de forma alter-
nativa.

4. Una vez aprobados por la Junta General, los Estatutos o su
modificación serán sometidos al Consejo de Colegios de Abogados
de la Comunidad de Madrid.

5. Conforme a lo dispuesto en la Ley 19/1997, de 11 de julio, de
Colegios Profesionales de la Comunidad de Madrid, los presentes
Estatutos serán inscritos en dicho Registro, debiendo la Junta de Go-
bierno adoptar cuantas medidas sean necesarias para poder realizar
dicha inscripción.

Capítulo tercero

De la ejecución de los acuerdos y Libros de Actas

Artículo 79

De los acuerdos de la Junta General, de los de la Junta de Gobierno
y de los Libros de Actas

Los acuerdos de la Junta General, y los de la Junta de Gobierno
serán inmediatamente ejecutivos, salvo que una u otra acuerden fun-
dadamente lo contrario.

El Colegio llevará dos libros de actas; uno en el que se transcribi-
rán los acuerdos de la Junta General y otro que recogerá los corres-
pondientes a la Junta de Gobierno.

Las actas serán firmadas por el Decano, o por quien le haya sus-
tituido en la presidencia de la Junta y, al mismo tiempo, por el Se-
cretario, o quien en la misma desempeñase tal función.

TÍTULO IV

Capítulo único

Del régimen jurídico de los actos y de su impugnación

Artículo 80

De la ejecución de los actos colegiales y su notificación

1. Los acuerdos de la Junta de Gobierno, las decisiones del De-
cano y demás miembros de la misma, así como los acuerdos de la
Junta General, serán inmediatamente ejecutivos, salvo que se trate
de materia disciplinaria o el propio acuerdo establezca otra cosa.

2. Personalmente, podrán serlo en el domicilio profesional que
tengan comunicado al Colegio. Si la notificación no pudiese ser
efectuada en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artícu-
lo 59 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, la entrega podrá
llevarse a cabo mediante un empleado del Colegio de Abogados,
con sujeción a lo señalado en los apartados 2 y 3 de dicho precepto.
Si tampoco así pudiese efectuarse la notificación, esta se entenderá
realizada a los quince días de su colocación en el tablón de anuncios
del propio Colegio de Abogados, en la forma prevista en el artícu-
lo 61 de la citada Ley.

3. Los plazos de los presentes estatutos, expresados en días, se
entenderán referidos a días hábiles, salvo que, expresamente, se diga
otra cosa.
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Artículo 81

De los actos nulos de pleno derecho, los anulables,
y de la declaración de nulidad de oficio

1. Son nulos de pleno derecho los actos de los órganos colegia-
les que incurran en alguno de los supuestos que establece el artícu-
lo 62 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común. Por tales se
entenderán los siguientes:

a) Los que lesionen el contenido esencial de los derechos y li-
bertades susceptibles de amparo constitucional.

b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por
razón de la materia o del territorio.

c) Los que tengan un contenido imposible.
d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten

como consecuencia de esta.
e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del proce-

dimiento legalmente establecido o de las normas que contie-
nen las reglas esenciales para la formación de la voluntad de
los órganos colegiados.

f) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento
jurídico por los que se adquieren facultades o derechos, cuan-
do se carezca de los requisitos esenciales para su adquisición.

g) Cualquier otro que se establezca expresamente en una dispo-
sición de rango legal.

h) También serán nulas de pleno derecho las disposiciones ad-
ministrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras
disposiciones administrativas de rango superior, las que re-
gulen materias reservadas a la Ley y las que establezcan la re-
troactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o
restrictivas de derechos individuales.

2. Son anulables por incurrir en los supuestos establecidos en el
artículo 63 de la citada Ley los siguientes actos de los órganos cole-
giales:

a) Los que incurran en cualquier infracción del ordenamiento
jurídico, incluso la desviación de poder.

b) No obstante, el defecto de forma solo determinará la anulabi-
lidad cuando el acto carezca de los requisitos formales indis-
pensables para alcanzar su fin, o dé lugar a la indefensión de
los interesados.

c) La realización de actuaciones fuera del tiempo establecido
para ellas solo implicará la anulabilidad del acto cuando así
lo imponga la naturaleza del término o plazo.

3. La Junta de Gobierno, por iniciativa propia o a solicitud del
interesado, podrá declarar, en cualquier momento, la nulidad de ofi-
cio de los actos enumerados en el artículo 62.1 de la Ley de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común contra los que no se haya interpuesto recur-
so ordinario.

Artículo 82

De los recursos procedentes contra los actos colegiales

1. Cualquier colegiado o persona con interés legítimo podrá
formular recurso ante el Consejo de Colegios de Abogados de la Co-
munidad de Madrid, en el plazo de un mes, desde su publicación o
notificación, contra los acuerdos sujetos al Derecho Administrativo
de los siguientes órganos:

a) Los acuerdos de la Junta General.
b) Las resoluciones y los actos de trámite emanados de la Junta

de Gobierno, Decano y demás miembros de dicha Junta, que
determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o
produzcan indefensión.

2. El recurso será presentado ante la Junta de Gobierno, que de-
berá elevarlo, con sus antecedentes y el informe que proceda, al
Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de Madrid, den-
tro de los quince días siguientes a la fecha de presentación.

Los recurrentes podrán solicitar la suspensión del acuerdo, reso-
lución o acto recurrido ante el Consejo Autonómico, quien podrá
acordarla o denegarla motivadamente.

Artículo 83

De los recursos ante la jurisdicción contencioso-administrativa

La resolución del recurso por parte del Consejo de Colegios de
Abogados de la Comunidad de Madrid pondrá fin a la vía adminis-
trativa, quedando expedita la vía contencioso-administrativa.

Artículo 84

Del régimen jurídico de los actos del Colegio

1. El régimen jurídico de los actos de los órganos colegiales se
ajustará, en todo caso, a la siguiente normativa: Ley estatal sobre
Colegios Profesionales, Ley de Colegios Profesionales de la Comu-
nidad de Madrid y sus normas de desarrollo, Estatuto General de la
Abogacía Española, y a lo específicamente previsto en el presente tí-
tulo.

En lo no contemplado en las normas anteriores, y cuando proce-
da, se aplicará supletoriamente la Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co-
mún.

TÍTULO V

Del régimen de responsabilidad de los colegiados

Capítulo primero
Responsabilidad penal y civil

Artículo 85

De la responsabilidad penal de los colegiados y del intrusismo

1. Los colegiados están sujetos a responsabilidad penal por los
delitos y faltas que cometan en el ejercicio de su profesión.

2. Corresponde al ilustre Colegio de Abogados de Alcalá de
Henares el ejercicio de las actuaciones legales que fueren proceden-
tes por presuntos delitos de intrusismo cometidos en el ámbito de su
jurisdicción.

3. El Colegio estimulará la adopción de cualquier medida legal,
gubernativa o corporativa que tienda a combatir el intrusismo profe-
sional, reprimiéndolo en todas sus formas, cometido por cualquier
persona física o jurídica, ya se haga directamente o por medio de
Abogado.

Artículo 86

De la responsabilidad civil del colegiado

Los colegiados en su ejercicio profesional están sujetos a respon-
sabilidad civil cuando, por dolo o negligencia, dañen los intereses
cuya defensa les hubiere sido confiada. Esta responsabilidad será
exigible ante los tribunales de justicia, conforme a la legislación or-
dinaria.

Artículo 87

Del ejercicio de acciones por un colegiado contra otro,
en ocasión del ejercicio profesional

El colegiado que reciba el encargo de promover actuaciones de
cualquier clase contra otro sobre responsabilidades relacionadas con
el ejercicio profesional deberá informar al Decano del Colegio para
que pueda realizar una labor de mediación, si la considera oportuna,
y sin perjuicio de que el incumplimiento de esta recomendación no
pueda ser disciplinariamente sancionado.

Capítulo segundo
Responsabilidad disciplinaria

SECCIÓN PRIMERA

Facultades disciplinarias del Colegio

Artículo 88

De la responsabilidad disciplinaria de los colegiados

1. Los colegiados, en el caso de infracción de sus deberes pro-
fesionales, están sujetos además a responsabilidad disciplinaria.
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2. Las sanciones o correcciones disciplinarias que los tribunales
impongan al colegiado se harán constar en el expediente personal de
este.

3. Las sanciones disciplinarias corporativas se harán constar, en
todo caso, en el expediente personal del colegiado.

Artículo 89

Del ejercicio de la facultad disciplinaria

El Decano y la Junta de Gobierno ejercerán la función disciplina-
ria colegial ateniéndose a las siguientes normas:

1.a Supone la capacidad de sancionar toda infracción de deberes
profesionales y sus normas éticas de conducta.

2.a Toda sanción por falta grave se impondrá previa formación
de expediente seguido por los trámites que se especifican en el ar-
tículo 96.2 de los presentes Estatutos.

En las faltas leves, el expediente se podrá limitar a la audiencia o
descargo del afectado.

3.a Las correcciones que podrán aplicarse son las siguientes:
a) Apercibimiento por escrito.
b) Reprensión privada.
c) Suspensión del ejercicio de la abogacía por un plazo no supe-

rior a dos años.
d) Expulsión del colegio.
4.a Cuando la propuesta de resolución imponga la sanción de

suspensión por más de seis meses o expulsión del Colegio, el acuer-
do deberá ser tomado por la Junta de Gobierno, mediante votación
secreta y con la conformidad de las dos terceras partes de sus com-
ponentes.

En la deliberación y aprobación del acuerdo no intervendrán ni
computarán a efectos del quórum o mayoría quienes hayan actuado
en el procedimiento como Instructor o Secretario.

En estos casos, la convocatoria de la Junta de Gobierno advertirá
a sus miembros de que tienen la rigurosa obligación de acudir a la
sesión. Si alguno de ellos no asistiese sin causa justificada cesará au-
tomáticamente en su cargo y no podrá presentarse como candidato
en las elecciones convocadas para cubrir su vacante.

Artículo 90

De la responsabilidad disciplinaria del Decano y demás miembros
de la Junta de Gobierno.

El Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de Madrid
ejercerá las facultades disciplinarias en relación con los miembros
de la Junta de Gobierno, a excepción de las facultades disciplinarias
que correspondan al Decano, que serán competencia, en todo caso,
del Consejo General de la Abogacía Española.

En estos casos la Junta de Gobierno se limitará a iniciar el proce-
dimiento remitiendo el expediente al órgano competente, abstenién-
dose de cualquier otro pronunciamiento o resolución.

SECCIÓN SEGUNDA

De las infracciones y sanciones

Artículo 91

De la clasificación de las infracciones

Las faltas que pueden llevar aparejada sanción disciplinaria se
clasifican en muy graves, graves y leves.

Artículo 92

De las infracciones muy graves

Son muy graves:
a) La infracción de las prohibiciones contenidas en los artículos 18

y 19 de los presentes Estatutos sobre incompatibilidades.
b) La publicidad de servicios profesionales con incumplimiento

de los requisitos especificados en el artículo 23 y cualquier
otra infracción que, en estos Estatutos, tuvieren la califica-
ción de muy grave.

c) La comisión de delitos dolosos en el ejercicio de la abogacía,
cualquiera que sea el grado de participación, así como los ac-
tos y omisiones que constituyan ofensa grave a la dignidad de

la profesión, a las reglas éticas que la gobiernan y a los debe-
res establecidos en los presentes Estatutos.

d) Atentar contra la dignidad u honor de los miembros de la Jun-
ta de Gobierno cuando actúen en cumplimiento de sus fun-
ciones, y contra los demás compañeros en ocasión del ejerci-
cio profesional.

e) La embriaguez o consumo de drogas cuando afecten grave-
mente al ejercicio de la profesión.

f) La realización de actividades que correspondan en exclusiva
a las corporaciones colegiales o interfieran en sus competen-
cias y funciones, así como la constitución o pertenencia a
asociaciones con el mismo fin.

g) La comisión de una infracción grave, habiendo sido sancio-
nado por la comisión de otras dos del mismo carácter y cuya
responsabilidad no se haya extinguido conforme al artícu-
lo 98 de estos Estatutos.

h) El intrusismo profesional y su encubrimiento.
i) La cooperación necesaria del abogado con la empresa o per-

sona a la que preste sus servicios para que se apropien de las
costas y honorarios que le correspondan, conforme a lo esta-
blecido en el artículo 43, y que no le hubieren sido previa-
mente satisfechos.

j) La condena del colegiado en sentencia firme a penas graves
conforme al artículo 33.2.o del Código Penal.

k) El deliberado y persistente incumplimiento de las normas
deontológicas esenciales en el ejercicio de la abogacía.

Artículo 93

De las infracciones graves

Son graves:
a) El incumplimiento grave de las normas estatutarias o de los

acuerdos adoptados por el Consejo General, Consejo Autonó-
mico o por los órganos colegiales en el ámbito de su compe-
tencia, así como por el reiterado incumplimiento de la obliga-
ción de atender a las cargas colegiales, salvo que constituya
falta de superior entidad.

b) El ejercicio profesional en el ámbito de otro Colegio sin la
oportuna comunicación de la actuación profesional, lo que
será sancionado por el Colegio en cuyo ámbito territorial se
haya actuado.

c) La falta de respeto, por acción u omisión, a los componentes
de la Junta de Gobierno cuando actúen en el ejercicio de sus
funciones.

d) Los actos de desconsideración manifiesta hacia los compañe-
ros en el ejercicio de la actividad profesional y la infracción
de lo dispuesto en el artículo 22 sobre venias.

e) La competencia desleal declarada así por el órgano compe-
tente y la infracción intencionada o gravemente negligente de
las normas de publicidad cuando no constituya infracción
muy grave.

f) La habitual y temeraria impugnación de las minutas de los
compañeros, así como la reiterada formulación de minutas de
honorarios que sean declarados a todas luces excesivos o in-
debidos.

g) Los actos y omisiones descritos en los apartados a), b), c) y d)
del artículo anterior, cuando no tuvieran entidad suficiente
para ser considerados como muy graves.

h) El ejercicio profesional en situación de embriaguez o bajo el
influjo de drogas tóxicas.

Artículo 94

De las infracciones leves

Son leves:
a) La falta de respeto a los miembros de la Junta de Gobierno en

el ejercicio de sus funciones cuando no constituya falta muy
grave o grave.

b) La negligencia en el cumplimiento de las normas estatutarias.
c) El incumplimiento leve de los deberes que la profesión impone.
d) Los actos enumerados en el artículo anterior cuando no tuvie-

sen entidad suficiente para ser considerados como graves.
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Artículo 95

De las sanciones por infracciones muy graves, graves o leves

1. Las sanciones que pueden imponerse por infracciones muy
graves serán las siguientes:

a) Para las de los apartados b), c), d), e), f), g), h), e i) del artícu-
lo 92, suspensión del ejercicio de la abogacía por un plazo su-
perior a tres meses sin exceder de dos años.

b) Para las de los apartados a), j) y k) del mismo artículo, expul-
sión del Colegio.

2. Por infracciones graves podrá imponerse la sanción de sus-
pensión del ejercicio de la abogacía por un plazo no superior a tres
meses.

3. Por infracciones leves podrán imponerse las sanciones de
amonestación privada o de apercibimiento por escrito.

Artículo 96

Del procedimiento para imponer las sanciones

1. Las infracciones leves se sancionarán por la Junta de Gobier-
no o por el Decano del Colegio mediante expediente limitado a la
audiencia o descargo del inculpado.

2. Las faltas graves y muy graves se sancionarán por la Junta de
Gobierno tras la apertura de expediente disciplinario, tramitado con-
forme a lo dispuesto en los presentes Estatutos, de acuerdo con lo
dispuesto en el Estatuto General de la Abogacía Española y en el Re-
glamento del Procedimiento Disciplinario.

3. La Junta de Gobierno y el Decano serán, en todo caso, los ór-
ganos competentes para resolver, debiendo corresponder las facul-
tades instructoras a otros que se creen a tal fin.

Artículo 97

De los efectos que conlleva la imposición de sanciones

Las sanciones disciplinarias serán ejecutadas y podrán ser hechas
públicas una vez que sean firmes. En caso de que el acuerdo sancio-
nador publicado sea judicialmente revocado deberá darse análoga
publicidad a dicha revocación. A tal efecto, el Secretario comunica-
rá al Consejo General de la Abogacía Española, para su debida cons-
tancia, la imposición de dichas sanciones. Respecto al resto de la
Unión Europea y Espacio Económico Europeo, se estará a lo esta-
blecido en los tratados correspondientes.

Toda sanción implicará el efecto correspondiente, y su imposi-
ción se notificará al inculpado en la forma prevista en el Reglamen-
to del Procedimiento Disciplinario. Contra la misma, el sancionado
podrá recurrir, de conformidad con los artículos 82 y 83 de los pre-
sentes Estatutos y lo dispuesto en el citado Reglamento.

Artículo 98

De la extinción de la responsabilidad disciplinaria

1. La responsabilidad disciplinaria de los colegiados se extin-
guirá por:

a) Fallecimiento del colegiado.
b) El cumplimiento de la sanción.
c) La prescripción de la falta o de la sanción impuesta.
2. Si durante la tramitación del procedimiento disciplinario se

produjese el fallecimiento del inculpado, se dictará resolución de-
clarando extinguida la responsabilidad, archivando las actuaciones.

3. La baja en el Colegio no extingue la responsabilidad discipli-
naria contraída durante el período de alta, aunque determine la im-
posibilidad de ejecutar la sanción que se acuerde. En tal caso se con-
cluirá el procedimiento disciplinario mediante la resolución que
proceda, y en caso de sanción su ejecución quedará en suspenso para
ser cumplida si el colegiado causase nuevamente alta en el Colegio.

Sin embargo, y a fin de evitar bajas fraudulentas, si la resolución
dictada acordase imponer la suspensión del ejercicio profesional o
la expulsión del Colegio, se operará respecto a la sanción impuesta,
conforme a lo que dispone el artículo 97 de los presentes Estatutos.

Artículo 99

De la prescripción de las infracciones

1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las
graves, a los dos años y a los seis meses si son leves.

2. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde que la
infracción se hubiere cometido.

3. La prescripción se interrumpirá por la notificación al colegi-
do del acuerdo de incoación de información previa a la apertura de
expediente disciplinario, y volverá a iniciarse si en los tres meses si-
guientes no se incoa expediente disciplinario o este permaneciere
paralizado durante más de seis meses por causa no imputable al co-
legiado inculpado.

Artículo 100

De la prescripción de las sanciones

1. Las sanciones impuestas por infracciones muy graves pres-
cribirán a los tres años; las impuestas por las graves, a los dos años
y las impuestas por leves, a los seis meses.

2. El plazo de prescripción de la sanción por falta de ejecución
de la misma comenzará a contar desde el día siguiente a aquel en que
adquiera firmeza la resolución sancionadora.

3. El plazo de prescripción de la sanción, cuando el sancionado
quebrante su cumplimiento, comenzará a contar desde la fecha del
quebrantamiento.

Artículo 101

De la cancelación de sanciones en el expediente personal
del colegiado y del expediente de rehabilitación

1. La anotación de las sanciones en el expediente personal del
colegiado que no hubiere incurrido en nueva responsabilidad disci-
plinaria se cancelará a los seis meses si hubiese sido por falta leve;
un año en caso de sanción de suspensión no superior a tres meses,
tres años en caso de que la suspensión acordada fuere superior a tres
meses, y cinco años si la sanción hubiese sido expulsión.

2. El plazo de caducidad se contará a partir del día siguiente a
aquel en que hubiere quedado cumplida la sanción.

3. La cancelación de la anotación podrá hacerse de oficio o a
petición de los sancionados, sin más trámite que la comprobación de
que ha transcurrido el período de caducidad fijado.

4. No obstante, si el solicitante aporta pruebas de la rectifica-
ción de su conducta, podrá obtener la cancelación de la sanción con-
sistente en la expulsión del Colegio, sin necesidad de esperar al
transcurso de los cinco años, siendo el plazo mínimo de un mes para
poder instar dicha cancelación.

La aprobación o denegación de la rehabilitación se hará median-
te apreciación ponderada por la Junta de Gobierno de las justifica-
ciones presentadas. La resolución será motivada y dictada en un pla-
zo máximo de dos meses desde la solicitud. A tales efectos, la Junta
podrá designar, de entre sus miembros, un ponente que informará fa-
vorable o contrariamente la mencionada solicitud, previa audiencia
del interesado y práctica de las pruebas que estime convenientes.

La resolución de la Junta de Gobierno se notificará al solicitante
con indicación de que en el plazo de un mes podrá interponer recur-
so ante el Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de
Madrid. Transcurrido el plazo de dos meses sin que la Junta haya
dictado resolución expresa, la solicitud se entenderá concedida.

5. La Junta de Gobierno remitirá al Consejo General de la Abo-
gacía y al Consejo de Colegios de Abogados de la Comunidad de
Madrid testimonio de la resolución que se dicte en el expediente de
rehabilitación.

TÍTULO VI

Del régimen de distinciones y premios

Artículo 102

De la concesión de honores, distinciones y premios

La Junta de Gobierno elaborará la normativa específica para la
concesión de honores, distinciones y premios que habrá de ser apro-
bada por la Junta General.
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Dicha normativa contemplará, en todo caso, el procedimiento
para conferir el título de Colegiado de Honor, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 7 de los presentes Estatutos.

TÍTULO VII

De los recursos económicos del Colegio

Capítulo primero
Clases de recursos

SECCIÓN PRIMERA

Recursos ordinarios

Artículo 103

Del ejercicio económico

El ejercicio económico del Colegio coincidirá con el año natural.

Artículo 104

De los recursos ordinarios

Constituyen recursos ordinarios del Colegio:
a) Los rendimientos de cualquier naturaleza que produzcan los

bienes, derechos o actividades y fondos depositados en sus
cuentas que integran el patrimonio del Colegio.

b) Las cuotas de incorporación de nuevos colegiados así como
las cuotas ordinarias o extraordinarias, fijas o variables; las
derramas y pólizas colegiales establecidas por los órganos de
gobierno.

c) Los derechos que fije la Junta por la emisión de dictámenes,
resoluciones, informes o consultas que evacue sobre cual-
quier materia, incluidas las regulaciones de honorarios, judi-
ciales o extrajudiciales.

d) La participación que corresponda al Colegio en la recauda-
ción de pólizas sustitutivas del papel profesional de la Mutua-
lidad General de Previsión de la Abogacía para sus fines es-
pecíficos.

e) Los derechos que fije la Junta de Gobierno por expedición de
certificaciones, testimonios o autenticación de documentos.

g) Cualquier otro concepto que legalmente proceda.

Artículo 105

De los recursos extraordinarios

Constituyen recursos extraordinarios del Colegio:
a) Las subvenciones o donativos que se concedan al mismo por

el Estado, Comunidad Autónoma o cualesquiera otras Corpo-
raciones oficiales, entidades o particulares.

b) Los bienes y derechos de toda clase que, por herencia o por
otro título, pasen a formar parte del patrimonio del Colegio.

c) Las cantidades que por cualquier concepto corresponda reci-
bir al Colegio cuando administre determinados bienes o ren-
tas en cumplimiento de algún encargo temporal o perpetuo,
incluso cultural o benéfico.

d) Cualquier otro que legalmente procediere.

Artículo 106

De la inversión y custodia

1. El capital del Colegio se invertirá preferentemente en valores
de toda garantía, salvo que, en casos especiales, se acordare su in-
versión en inmuebles o en otros bienes.

2. Los valores se depositarán en la entidad que la Junta de Go-
bierno acuerde y los resguardos del depósito se custodiarán en la
Caja del Colegio, bajo la personal e inmediata responsabilidad del
Tesorero.

El Colegio no podrá delegar en otra persona que no sea el Teso-
rero la administración y cobro de sus fuentes de ingreso, sin perjui-
cio de las colaboraciones que para ello procedan.

Artículo 107

De la administración del patrimonio

El patrimonio del Colegio será administrado por la Junta de Go-
bierno, facultad que ejercerá a través del Tesorero. El Decano ejer-

cerá las funciones de ordenador de pagos y el Tesorero los ejecuta-
rá y cuidará de su contabilización.

Artículo 108

Del examen de cuentas

Los colegiados podrán examinar las cuentas del Colegio en las
dependencias de la secretaría de manera personal y directa. Dicho
examen habrá de realizarse durante el período que medie entre la
convocatoria y cuarenta y ocho horas antes de la señalada para la ce-
lebración de la Junta General que haya de examinarlas y, en su caso,
aprobarlas.

Este examen comprenderá los libros oficiales de contabilidad así
como los soportes documentales que justifiquen los asientos y apuntes
en ellos contenidos. Estos últimos deberán ser solicitados por escrito
con veinticuatro horas de antelación, indicando el documento concre-
to cuyo examen se solicita, fecha y número de orden del mismo.

TÍTULO VIII

Labor de asistencia

Artículo 109

De la labor de asistencia

La Junta de Gobierno podrá organizar servicios de asistencia fa-
cultativa para los colegiados y establecer convenios con otros Cole-
gios sobre la prestación de los mismos, fijando, en su caso, la cuota
que deban satisfacer los colegiados ejercientes y no ejercientes. La
adscripción a estos servicios tendrá carácter voluntario.

TÍTULO IX

Labor cultural y otros servicios

Artículo 110

De la labor cultural y otros servicios

En su labor cultural, la Junta de Gobierno procurará coordinar sus
esfuerzos con los demás Colegios de Abogados de la Unión
Europea, la Universidad de Alcalá, Institutos, Corporaciones y de-
más Entidades Culturales que crea oportunos, pudiendo designar, si
a ello hubiere lugar, delegaciones en los organismos o entidades de
aquel carácter.

La Junta de Gobierno procurará llevar a cabo cursos de práctica
jurídica, conferencias, coloquios o simposios relativos al Derecho
en su sentido más amplio y conmemorar efemérides relacionadas
con la profesión. También podrá convocar premios literarios, jurídi-
cos o históricos, cuya temática sea relativa a la profesión de aboga-
do. En estos casos el jurado estará constituido por la propia Junta de
Gobierno, auxiliada por los asesores colegiados que estime o perso-
nas técnicas en la materia.

TÍTULO X

De los empleados del Colegio

Artículo 111

De la designación de los empleados

La Junta de Gobierno procederá a la designación de los emplea-
dos administrativos, auxiliares y subalternos necesarios para la bue-
na marcha de la Corporación.

Artículo 112

De la distribución del trabajo y remuneraciones

La Junta de Gobierno determinará el número de empleados, ad-
ministrativos y subalternos del Colegio, así como la distribución del
trabajo, sueldo y gratificaciones, atendiendo a las necesidades del
servicio y sin perjuicio de los derechos reconocidos hasta la fecha al
personal actual. Respecto al personal técnico se procederá del mis-
mo modo.

En el presupuesto del Colegio se hará constar las asignaciones
respectivas para el personal de plantilla. No obstante, la Junta de
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Gobierno podrá nombrar, con cargo a imprevistos, los eventuales
que considere precisos.

Artículo 11

De la provisión del personal y las correcciones disciplinarias

El personal del Colegio de Abogados de Alcalá de Henares será
siempre nombrado por la Junta de Gobierno a propuesta del señor
Secretario, en la forma que, en cada caso, se estime oportuno.

La Junta de Gobierno determinará los derechos, deberes y correc-
ciones disciplinarias, incluso la separación del personal a sus órde-
nes. Esta última solo podrá ser acordada mediante expediente, con
audiencia del interesado y de acuerdo con la legislación vigente.

Artículo 114

De los derechos pasivos del personal

La Junta General, a propuesta de la de Gobierno, fijará los dere-
chos pasivos y demás fórmulas de previsión que favorezcan al per-
sonal.

DIPOSICIONES ADICIONALES

Primera

Se habilita a la Junta de Gobierno para el desarrollo de estos Es-
tatutos mediante la elaboración y aprobación de un Reglamento de
orden interno.

Segunda

Los plazos expresados en los presentes Estatutos se entiende que
son hábiles, excepto cuando, expresamente, se indique lo contrario.

(03/20.352/08)

Consejería de Educación

3007 RESOLUCIÓN de 19 de junio de 2008, del Director Gene-
ral de Becas y Ayudas a la Educación, por la que se publi-
ca la parte dispositiva de la Orden 3094/2008, de 18 de ju-
nio, de la Consejera de Educación, de modificación de la
autorización del centro docente privado “Planeta Enano”,
de Fuenlabrada.

Instruido el expediente iniciado a instancias del representante de
la titularidad, solicitando modificación de la autorización de un cen-
tro privado de Educación Infantil denominado “Planeta Enano”, con
domicilio en la urbanización “Nuevo Versalles”, bloques 11, 12
y 13, de Fuenlabrada, esta Dirección General, a tenor de lo previsto
en el artículo 14.4 del Real Decreto 332/1992, de 3 de abril, que pre-
ceptúa la publicación de la parte dispositiva de las órdenes de modi-
ficación de la autorización de los centros privados, procede por la
presente Resolución a dar cumplimiento a dicho mandato, con la pu-
blicación de la parte dispositiva de la Orden 3094/2008, de 18 de ju-
nio, de la Consejera de Educación:

Primero

Modificar, de conformidad con el artículo 13.1.c) del Real Decre-
to 332/1992, de 3 de abril, sobre autorizaciones de centros privados
para impartir enseñanzas de régimen general no universitarias, la
autorización de la escuela infantil privada “Planeta Enano”, por am-
pliación de una unidad de primer ciclo de Educación Infantil.

Segundo

La configuración del centro queda establecida de la siguiente forma:
Denominación genérica: Escuela infantil privada.
Denominación específica: “Planeta Enano”.
Número de código: 28069947.
Titular: “Planeta Enano, Sociedad Limitada”.
Domicilio: Urbanización “Nuevo Versalles”, bloques 11, 12 y 13.
Localidad: Fuenlabrada.
Municipio: Fuenlabrada.
Enseñanzas a impartir: Primer ciclo de Educación Infantil.
Capacidad: 7 unidades.

El número de alumnos que podrá ser escolarizado en las unidades
autorizadas por la presente Orden no podrá exceder del número
máximo de alumnos por unidad escolar que se determina, en función
de la edad de los alumnos, en el artículo 8 del Decreto 18/2008, de 6
de marzo.

Tercero

Con anterioridad a la entrada en funcionamiento de las nuevas
unidades, la Dirección de Área Territorial de Madrid-Sur aprobará
expresamente, previo informe del Servicio de Inspección Educativa,
la relación de personal de que dispondrá el centro, con indicación de
sus titulaciones respectivas.

Cuarto

El centro deberá cumplir la Norma Básica de Edificación
NBE-CPI/96 de condiciones de protección contra incendios de los
edificios, aprobada por Real Decreto 2177/1996, de 4 de octubre
(“Boletín Oficial del Estado” del 29). Todo ello sin perjuicio de que
hayan de cumplirse otros requisitos exigidos por la normativa muni-
cipal o autonómica correspondiente.

Quinto

La presente autorización surtirá efecto a partir de la fecha de la
presente Orden y se comunicará de oficio al Registro de Centros a
los efectos oportunos.

Sexto

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía administrativa, po-
drá interponerse, en el plazo de un mes, recurso potestativo de repo-
sición ante la Consejera de Educación, o bien, directamente, en el
plazo de dos meses, recurso contencioso-administrativo ante el Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid, ambos plazos a contar a par-
tir del día siguiente a la recepción de la notificación, y sin perjuicio
de cuantos recursos se estime oportuno deducir.

En Madrid, a 19 de junio de 2009.—El Director General de Be-
cas y Ayudas a la Educación, Javier Restán Martínez.

(03/20.887/08)

Consejería de Educación

3008 RESOLUCIÓN de 19 de junio de 2008, del Director General
de Becas y Ayudas a la Educación, por la que se publica la
parte dispositiva de la Orden 3093/2008, de 18 de junio, de
la Consejera de Educación, de modificación de la autoriza-
ción del centro docente privado “Tete”, de Alcorcón.

Instruido el expediente iniciado a instancias del representante de
la titularidad, solicitando modificación de la autorización de un cen-
tro privado de Educación Infantil denominado “Tete”, con domici-
lio en la calle Puentedeume, número 6, de Alcorcón, esta Dirección
General, a tenor de lo previsto en el artículo 14.4 del Real Decre-
to 332/1992, de 3 de abril, que preceptúa la publicación de la parte
dispositiva de las órdenes de modificación de la autorización de los
centros privados, procede por la presente Resolución a dar cumpli-
miento a dicho mandato, con la publicación de la parte dispositiva
de la Orden 3093/2008, de 18 de junio, de la Consejera de Educa-
ción:

Primero

Modificar, de conformidad con el artículo 13.1.c) del Real Decre-
to 332/1992, de 3 de abril, sobre autorizaciones de centros privados
para impartir enseñanzas de régimen general no universitarias, la
autorización del centro privado de Educación Infantil “Tete”, por
transformación de una unidad de segundo ciclo en una unidad de
primer ciclo.

Segundo

La configuración del centro queda establecida de la siguiente forma:
Denominación genérica: Escuela infantil privada.
Denominación específica: “Tete”.


